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EDITORIAL 

CARRERA  JUDICIAL 


Entre  las  reformas  hechas  últimamente  a 
la  Constitución  de  la  República,  está  la  que 
se  refiere  a  los  requisitos  que  son  necesarios 
para  poder  ser  Magistrado  de  la  Corte  Su¬ 
prema  de  Justicia  y  de  la  Corte  de  Apelacio¬ 
nes.  Se  fija  en  dicha  reforma  los  años  de 
servicio  y  demás  calidades  que  debe  reunir 
el  presunto  funcionario. 

En  esa  misma  ley  y  en  el  Decreto  guber¬ 
nativo  Número  923,  se  preceptúa  también, 
acerca  de  las  condiciones  requeridas  para 
ocupar  las  judicaturas  de  primera  instancia. 

Y  la  nueva  Ley  de  Responsabilidades  emi¬ 
tida  por  la  Asambiena  Legislativa  en  su  se¬ 
siones  pasadas,  viene  a  completar  las  referi¬ 
das  disposiciones. 

Estos  son  los  primeros  pasos  que  nos  lle¬ 
van  hacia  el  establecimiento  de  la  carrera 
judicial  en  nuestra  patria  y  para  la  cuali,  ya 
tenemos  suficientes  elementos  y  la  debida 
preparación. 

Ninguno  desconoce  las  grandes  ventajas 
que  nos  traería  una  ley  que  llenase  el  vacío 
que  se  siente  en  el  ramo  de  justicia,  en  el 
sentido  que  jlevamos  apuntando.  Para  to¬ 
dos  sería  provechosa  puesto  que  los  funcio¬ 
narios  estarían  garantizados  y  seria  un  ver¬ 
dadero  progreso  en  nuestro  campo  social. 

Actualmente  se  tiene  un  cuidado  especial 
en  seleccionar  a  los  jueces,  e  igual  cosa  se 
hizo  en  las  pasadas  elecciones  de  miembros 
de  la  Corte  de  Justicia,  Se  ha  buscado 
competencia  y  honradez  y  creemos  que  se 
ha  logrado  el  objetivo. 

En  el  número  anterior  de  esta  "Gaceta”, 
nos  fue  satisfactorio  reproducir  un  extenso 
artículo  que  vió  la  luz  en  "Nuestrp  Diario”, 


exaltando  el  avance  del  Poder  Judicial,  y 
demostrando  su  positivo  mejoramiento.  Pero 
nosotros  creemos  que  ese  afán  de  mejora¬ 
miento  y  ese  deseo  de  llevar  a  los  puestos  de 
referencia,  a  hombres  probos  y  comipetentes, 
debe  comlpletarse  con  la  creación  del  impres¬ 
cindible  Escalafón  Judicial,  en  donde  pue¬ 
dan  aquilatarse  con  toda  justicia,  los  méritos 
de  cada  uno  de  sus  componentes. 

Este  estimulo  sería  de  gran  importancia 
para  conservar  vivo  el  entusiasmo  y  el  ansia 
de  trabajo  en  los  buenos  servidores  de  la 
justicia.  La  ley  debe  deparar  para  estos,  un 
premio,  es  decir,  la  posibiladad  de  obtener, 
mediante  su  buena  cooperación,  un  ascenso 
en  su  carrera,  pues  así  estarían  en  el  mismo 
caso  del  militar,  que  con  su  sacrificio  y  abne¬ 
gación  llega  a  conquistar  un  grado  más  alto, 

El  Juez,  garantizado  de  esa  manera,  de¬ 
dicaría  todo  su  tiempo  al  estudio  y  no  omi¬ 
tiría  ningún  medio,  para  mantener  incólume 
su  buen  nombre ;  porque  entonces  habría 
jueces  de  vocación,  que  con  toda  fe,  compro¬ 
meterían  su  vida  entera  al  sagrado  sacerdo¬ 
cio  de  impartir  la  justicia.  El  Abogado  que 
abrazara  esa  actividad,  no  tendría  siempre 
ante  sí,  el  dilema  de  continuar  en  ella  o 
volver  al  ejercicio  de  su  profesión  el  rato  me¬ 
nos  pensado. 

Bastante  se  ha  ganado  y  no  dudamos  que 
dentro  de  poco  tiempo,  se  adoptará  el  siste¬ 
ma  a  que  se  refieren  estos  breves  apuntes 
ya  que  la  evolución  se  impone  y  poco  a  poco 
se  van  realizando  los  ideales. 

Hoy  podemos  decir  sin  equivocarnos,  que 
los  intereses  públicos  se  encuentran  garanti¬ 
zados  y  que,  nuestras  leyes,  si  no  llegan  al 
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grado  de  perfección  que  sería  de  desearse, 
sí  están  encaminadas  a  velar  porque  ésta 
garantía  se  conserve. 

Las  condiciones  exigidas  para  los  jueces 
de  categoría  superior,  son  suficientes  para 
obtener  una  buena  dosis  de  eficiencia. 

No  podríamos  decir  otro  tanto  en  lo  que 
concierne  a  los  jueces  menores,  los  que,  a 
causa  de  nuestro  estado  social,  no  llegan  a 
llenar  ni  con  mucho,  la  aspiración  general. 
No  hay  donde  escogitar  a  dichos  funciona¬ 
rios  y  es  necesario  improvisarlos.  Excep¬ 
tuando  la  capital  y  uno  que  otro  lugar  en 
donde  sí  se  puede  encontrar  personas  pre¬ 
paradas,  en  las  demás  circunscripciones  fun¬ 
cionan  como  tales,  los  miembros  de  las  mu¬ 
nicipalidades,  que,  por  muchos  motivos,  no 
pueden,  esta  es  la  palabra,  prestar  un  servi¬ 
cio  eficiente,  aunque  la  buena  intención  les 
sobre. 

Nos  parecen  muy  atinadas  las  sugestiones 
que  sobre  el  particular  hace  el  Juez  de  1* 
Instancia  de  San  Marcos,  Licenciado  Alfonso 


Carrillo,  en  un  informe  elevado  a  la  Presi¬ 
dencia  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  con 
motivo  de  la  última  visita  que  practicó  en 
los  municipios  de  su  jurisdicción  y  en  el  que 
pone  de  manifiesto,  los  defectos  que  observó 
en  los  mencionados  juzgados  y  la  carencia  de 
conocimientos  de  las  personas  encargadas 
de  su  desempeño. 

Sugiere  el  señor  Juez  de  San  Marcos,  que 
se  someta  a  los  aspirantes  a  Jueces  de  Paz, 
a  una  especie  de  práctica,  vigilada  por  el 
Juez  de  1’  Instancia  respectivo;  así,  al  hacer 
los  nombramientos,  se  tendría  la  seguridad 
de  entregar  los  fueros  de  la  justicia,  en  ma¬ 
nos  de  personas  idóneas,  pues  debemos  tener 
en  cuenta  que  la  función  del  juez  menor  es 
principalísima,  sobre  todo  tratándose  del  ra¬ 
mo  criminal. 

La  insinuación,  a  más  de  ser  pertinente, 
es  factible,  pues  con  esta  escuela,  en  todos 
los  departamentos  tendría  el  Gobierno  su¬ 
ficiente  elemento  para  seleccionar  a  dicha 
clase  de  empleados. 


SECCION  JUDICIAL 

CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 


CIVIL 

Ordinario  de  Carlos  Zabalza  contra  el  “Comercial 
Bank  of  Spanish  América”. 


Las  controversias  comerciales  deben  resol¬ 
verse  conforme  al  Código  de  Comercio,  a- 
pilcando  las  leyes  civiles  cuando  éste  asi 
lo  dispone. 

El  depositario  no  puede  disponer  de  los  de¬ 
pósitos,  ni  para  apropiárselos  sin  resolii- 
sión  judicial  expresa.  No  debe  restituirlo 
sino  al  que  se  lo  confió  o  a  la  persona  en 
cuyo  nombre  se  hizo  el  depósito  o  a  aque¬ 
lla  para  quien  se  destinó  al  tiempo  de 
constituirlo. 

Corte  Suprema  de  Justicia;  Guatemala, 
diez  y  nueve  de  septiembre  de  mil  novecien¬ 
tos  veintiocho. — Visto  por  recurso  de  casa¬ 
ción  interpuesto  por  el  actor  en  escrito  de 
diez  y  nueve  de  enero  de  mil  novecientos 
veintiocho,  con  auxüio  del  Licenciado  don 
Adalberto  A.  Saravia,  el  juicio  ordinario  se¬ 
guido  por  Carlos  «Zabalza,  contra  el  "Com- 
mercial  Bank  of  Sipanish  America”,  por  pago 
de  cantidad  de  dólares. — Resultando :  que  el 
diez  y  siete  de  diciembre  de  mil  novecientos 
veinticinco  en  escrito  dirigido  al  Juez  1'?  de 


V  Instancia  de  Guatemala,  Carlos  Zabalza, 
auxiliado  por  el  Licenciado  Saravia,  expuso 
los  hechos  siguientes  :  en  el  mes  de  diciembre 
de  mil  novecientos  veinticuatro,  el  Licencia¬ 
do  don  J.  Antonio  Vásquez  solicitó  de  Za¬ 
balza  la  cantidad  de  quince  mil  dólares,  mo¬ 
neda  norteamericana,  para  darla  prestada  a 
mutuo  a  Federico  Giesseimann,  y  destinada 
a  cubrir  los  gastos  de  exportación  de  madera 
que  estaba  ya  lista  para  ser  embarcada  con 
destino  a  la  "Freiberg  Mahogany  Com(pany" 
(cuyo  domicilio  no  se  menciona  en  el  escri¬ 
to).  Se  ofrecía  al  prestamista,  como  garan¬ 
tía,  dar  a  su  crédito  el  carácter  de  refaccio¬ 
nario  en  el  negocio  de  exportación  y  se  le 
recomendaba  con  una  carta  comercial  di¬ 
rigida  por  el  "Commercial  Bank  of  Spanish 
America”  al  Licenciado  Vásquez  y  endosada 
por  ésta  a  Zabalza,  en  la  cual  dicho  Banco 
hacía  constar  que  la  "Freiberg  Mahogany 
Company”  se  comprometía  a  hacer  todos  sus 
pagos  por  entregas  de  madera  por  medio 
del  mismo  Banco  y  que  este  tenía  por  or¬ 
den  de  Giesseimann,  para  reserva  de  es¬ 
tos  pagos,  la  cantidad  necesaria  para  cu¬ 
brir  una  obligación  de  doce  a  quince  mil 
dólares  que  habría  de  vencer  a  fines  de 
febrero  siguiente.  Esa  carta  Heva  la  fecha 
de  cinco  de  diciembre  de  mil  novecientos 
veinticuatro  ¡  y  termina  en  el  párrafo  si- 
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guíente:  “Al  mismo  tiempo  deseamos  decirle 
que  del  conocimiento  que  tenemos  del  nego¬ 
cio  que  está  hacienda  el  señor  Giesselmann 
con  la  Compañía  Freiberg,  él  está  ahora  en¬ 
tregando  madera  que  no  bajará  de  ciento 
cincuenta  mil  pies  mensuales  y  puede  llegar 
a  ser  mucho  más,  de  modo  que  creemos  fir¬ 
memente  que  él  podrá  cunxplir  fácilmente 
con  su  compromiso”.  El  Licenciado  Vásquez 
endosó  esta  carta  en  la  forma  siguiente : 
"Entiéndase  dirigida  la  presente,  al  señor 
don  Carlos  Zabalza,  que  fué  quien  celebró 
el  contrato  por  quince  mil  pesos  oro  ameri¬ 
cano  que  suministró  a  don  Federico  Giessel¬ 
mann,  según  escritura  que  autoricé  el  día  de 
hoy. — Guatemala,  seis  de  diciembre  de  mil 
novecientos  veinticuatro, — José  Antonio  Vás- 
quez”.  Inserta  también  Zabalza  en  su  escrito 
otra  carta  que  el  “Comimercial  Bank  of  Spa- 
nish  America,  Limited”,  le  dirigió  el  trece 
de  diciemibre  (1924),  en  la  cual,  dándose  por 
notificado  por  Giesselmann  del  contrato  que 
este  había  celebrado  con  Zabalza,  agrega: 
"y  nos  ha  dado  instrucciones  para  que,  con 
los  fondos  que  él  tenga  en  esa  fecha  en  este 
Banco,  cancelemos  nosotros  esta  obligación, 
de  lo  cual  le  suplicamos  se  sirva  tomar  debi¬ 
da  nota”.  Refiere  en  seguida  Zabalza  que 
Giesselmann  le  dió  parte  de  que  el  Banco 
mencionado  había  recibido  de  la  “Freiberg 
Mahogany  Company”,  dos  pagos,  a  saber: 
uno,  el  dos  de  marzo  de  mil  novecientos 
veinticinco  de  doce  mil  quinientos  setenta  y 
siete  dólares  y  setenta  y  seis  centavos  y  el 
otro  el  dos  de  julio  del  mismo  año,  de  catorce 
mil  treinta  y  cinco  dólares  y  setenta  y  dos 
centavos,  ambos  en  moneda  norteamericana, 
haciendo  el  total  de  veintiséis  mil  seis¬ 
cientos  doce  dólares  y  cuarenta  y  ocho  cen¬ 
tavos.  Después  de  hacer  algunos  comenta¬ 
rios  y  deducciones  de  los  hechos  relaciona¬ 
dos,  el  actor  formula  su  demanda  en  seis 
capítulos,  pidiendo  al  Juez  que,  en  su  opor¬ 
tunidad  declare:  que  el  “Commercial  Bank 
of  Spanish  America",  se  constituyó  volunta¬ 
riamente  en  depositario  de  las  cantidades 
que  ingresaran  a  la  cuenta  de  Federico  Gie¬ 
sselmann,  en  lo  que  fueran  suficientes  para 
el  pago  de  su  crédito ;  que  cualquier  cantidad 
que  en  cualquier  tiempo  ingresada  a  dicha 
cuenta  estaba  afectada  al  pago  de  su  “crédito 
refaccionario  con  privilegio  sobre  la  madera 
conforme  al  compromiso  libremente  contraí¬ 
do"  por  dicho  Banco;  que  el  Banco  mencio¬ 
nado  dispuso,  sin  consentimiento  de  Zabalza, 
“de  lo  que  estaba  obligado  a  conservar  en  de¬ 
pósito":  que  el  misma  Banco  “está  obligado 
a  reponer  y  mantener  a  la  orden”  del  Tribu¬ 
nal  las  cantidades  necesarias  para  el  integro 
pago  de  su  crédito,  sus  intereses  y  las  costas ; 
que  también  el  mismo  establecimiento  de 


crédito  debe  indemnizarle  de  los  daños  y 
perjuicios,  que  estima  en  cinco  mil  dólares, 
moneda  norteamericana;  y  finalmente,  que 
las  costas  del  juicio  así  indicado  son  a  cargo 
del  Banco  demandado. — Resultando:  que 
conferido  traslado  en  la  vía  ordinaria  a  la 
parte  demandada,  ésta,  en  su  escrito  del  once 
de  enero  de  mil  novecientos  veintisiete  subs¬ 
crito  por  su  Gerente,  Federico  Walter  Saw- 
yer,  negó  la  demanda  en  todas  sus  partes, 
manifestando  que  el  “Commercial  Bank  of 
Spanish  America”  no  había  contraído  obli¬ 
gación  ninguna  a  favor  de  Zabalza;  que  lo 
único  que  había  dicho  al  actor  fué  haber  re¬ 
cibido  de  Giesselmann  instrucciones  para 
cancelar  el  crédito  de  Zabalza  con  los  fondos 
que  tuviera  en  el  mismo  Banco  el  día  último 
de  febrero  de  mil  novecientos  veinticinco;  y 
que  como  en  tal  fecha  Giesselmann  no  tenía 
ningunos  fondos  el  demandado  no  había  po¬ 
dido  hacer  la  cancelación. — Resultando  :  que 
después  de  haber  llamado  autos  con  citación 
de  las  partes,  el  Juzgado  mandó  recibir  el 
juicio  de  prueba  por  el  término  ordinario  de 
cuarenta  días,  haciéndose  la  última  notifica¬ 
ción  de  esta  providencia  el  veinticinco  de 
marzo  (1926)  a  las  nueve  de  la  mañana. — 
Resultando  :  que  de  las  dos  partes  de  este 
juicio  la  única  que  rindió  prueba  fué  el  actor, 
pruebas  que  son  como  sigue : 

1'' — Segundo  testimonio  de  la  escrlutra  pú¬ 
blica  otorgada  en  esta  capital,  a  seis  de  di¬ 
ciembre  de  mil  novecientos  veinticuatro,  an¬ 
te  el  Notario  Público  don  José  Antonio  Vás¬ 
quez  en  la  cual  consta  que  Carlos  Zabalza, 
por  sí,  y  Walter  Lottmann,  como  apoderado 
de  Federico  Giesselmann,  celebraron  un 
contrato  según  el  cual  Zabalza  da  a  Giessel¬ 
mann,  prestados  a  mutuo,  quince  mil  dólares 
en  moneda  norteamericana,  para  que  el  se¬ 
gundo  “pueda  atender  los  últimos  gastos  de 
acarreo  y  flete  de  la  madera  de  caoba  y  cedro 
que  tenia  vendida  a  la  “Freiberg  Mahogany 
Company”  de  Nueva  Orleans”,  en  cantidad 
de  trescientos  mil  pies  más  o  menos  y  cuya 
entrega  debía  comenzar  ya,  a  orillas  de  los 
ríos  Coyolate  y  Los  Esclavos,  por  lo  cual  se 
consignó  que  tiene  “este  crédito  el  carácter 
de  refaccionario  y  preferente  para  el  señor 
Zabalza”.  Como  plazo  para  el  pago  del  prin¬ 
cipal  se  fijó  “el  último  de  febrero  de  mil  no¬ 
vecientos  veinticinco”,  y  como  interés,  desde 
el  momento  en  que  fuera  exigible  la  obliga¬ 
ción,  el  dos  por  ciento  mensual,  capitalizable, 
en  su  caso,  por  mesadas  vencidas.  En  la  cláu¬ 
sula  segunda  del  contrato  se  lee:  “Debiendo 
Giesselmann  comenzar  a  recibir  del  “Com¬ 
mercial  Bank  of  Spanish  America,  Limited”, 
de  esta  ciudad,  el  pago  de  la  madera  que  ya 
tiene  cortada  y  lista  y  que  les  va  a  entregar  a 
sus  compradores  desde  este  mes  (diciembre 
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de  mil  novecientos  veinticuatro),  de  cuyo  pa¬ 
go  el  25'(  esta  obligado  a  dejar  en  el  citado 
Banco  con  aplicación  a  la  amortización  del 
anticipo  que  la  compañía  compradora  le  haya 
hecho  y  el  75'/(-  sobrante,  tiene  derecho  a 
percibirlo  directamente  ha  dirigido  ya  el  pro¬ 
pio  Giesselmann  al  “Commercial  Bank"  cita¬ 
do  y  de  acuerdo  con  el  representante  en  ésta 
de  los  señores  “Freiberg  Mahogany  Compa- 
ny”  una  carta-orden  para  que  el  crédito  aquí 
contraído  sea  preferentemente  pagado  a  otro 
por  lo  que  el  exponente,  en  cumplimiento 
de  las  instrucciones  que  de  su  apoderado 
tiene,  comunica  ahora  misma  al  “Commer¬ 
cial  Bank”,  que  el  crédito  a  que  la  carta 
del  señor  Giesselmann  se  refiere  es  el'  de 
don  Carlos  Zabalza,  a  quien  en  consecuencia, 
deberá  serle  pagado  su  total  importe  de  quin¬ 
ce  mil  dólares,  el  último  de  febrero  de  mil 
novecientos  veinticinco”.  Después  de  con¬ 
signar  algunas  renuncias  en  beneficio  del 
acreedor  con  respecto  a  gastos  y  procedi¬ 
miento  a  seguirse  en  caso  de  ejecución,  la  es¬ 
critura  pública  que  se  extracta  termina  con  la 
cláusula  séptima,  que  dice :  "El  señor  Za¬ 
balza  aceptó  la  presente  y  manifestó  conocer 
ya  la  carta  que  el  Gerente  del  “Commercial 
Bank  of  Spanish  America,  Limited”,  de  esta 
ciudad,  dirigió  al  subscrito  Notario,  acerca 
de  este  negocio;  carta  que  el  mismo  Notario 
le  ha  endosado  ya,  para  mayor  garantía  y 
seguridad  de  la  operación”. 

2" — En  una  certificación  de  diligencia  de 
reconocimiento  de  documentos  privados  ex¬ 
pedida  por  el  Juzgado  U  de  1’  Instancia, 
de  esta  capital,  el  veintisiete  de  julio  de  mil 
novecientos  veintiséis,  dos  cartas  del  “Com¬ 
mercial  Bank  of  Spanish  America,  Limited"', 
afiliado  al  “Anglo  South  American  Bank  , Li¬ 
mited”,  de  Londres,  Sucursal  en  Guatemala, 
que  dicen :  la  primera,  dirigida  el  cinco  de  di¬ 
ciembre  de  mil  novecientos  veinticuatro  al 
Licenciado  don  J.  Antonio  Vásquez,  “M.uy 
señor  nuestro : — Para  su  gobierno  tenemos 
el  gusto  de  informarle  que  obra  en  nuestro 
poder  cartas  del  “Freiberg  JVtahogany  Com- 
pany”  y  de  Federico  Giesselmann,  en  las 
cuales  se  comprometen  a  hacer  todos  los  pa¬ 
gos  por  la  entrega  de  madera  por  nuestro 
medio,  y  el  señor  Giesselmann  nos  ha  orde- 
nano  para  reservar  de  estos  pagos,  la  canti¬ 
dad  necesaria  para  cubrir  una  obligación 
de  doce  a  quince  mil  dólares,  que  vencerá 
al  fin  del  mes  de  febrero,  documento  que  es¬ 
tá  en  tratos  con  ustedes.  Al  mismo  tiempo  de¬ 
seamos  decirle  que  del  conocimiento  que  te¬ 
nemos  del  negocio  que  está  haciendo  Federi¬ 
co  Giesselmann  con  la  Compañía  Freiberg, 
él  está  ahora  entregando  madera,  que  no  ba¬ 
jará  de  ciento  cincuenta  mil  pies  mensuales, 


y  pueden  llegar  a  ser  muchos  más,  de  modo 
que  creemos  firmemente  que  él  podrá  cum¬ 
plir  fácilmente  con  su  compromiso.  Espe¬ 
rando  que  lo  anterior  satisfaga  sus  deseos, 
nos  es  grato  subscribirnos,  Attos.  S.  S. — 
“Commercial  Bank  of  Spanish  America  Ltd”. 
— F.  W.  Sawyer. — Gerente". — “Entiéndase 
dirigida  la  presente  al  señor  don  Carlos  Za¬ 
balza,  que  fué  quien  celebró  el  contrato  por 
quince  mil  pesos  oro  americano  que  sumistró 
a  don  Federico  Giesselmann,  según  escritura 
que  autoricé  el  día  de  hoy. — Guatemala,  seis 
de  diciembre  de  mil  novecientos  veinticuatro 
— José  Antonio  Vásquez";  y  la  segunda,  di¬ 
rigida  al  señor  don  Carlos  Zabalza,  dice ; 
“Muy  señor  nuestro  : — El  señor  don  Federi¬ 
co  Giesselmann  nos  ha  notificado  que  ha 
contraído  un  préstamo  por  quince  mil  pesos 
oro  americano  (quince  mil  dólares),  con  ven¬ 
cimiento  de  febrero  último  y  nos  ha  dado 
instrucciones  para  que,  con  ios  fondos  que 
él  tenga  en  esa  fecha  en  este  Banco, 
cancelemos  nosotros  esta  obligación,  de  lo 
que  le  suplicamos  se  sirva  tomar  debida 
nota.  Nos  subscribimos  de  usted  como 
siempre  Attos.  S.  S. — “Commercial  Bank  of 
Spanish  America  Ltd." — -F.  W,  Sawyer. — Ge- 
rente. — ”.  Cuando  se  pidió  que  el  Gerente 
del  “Commercial  Bank  of  Spanish  America” 
reconociera  estas  dos  cartas,  compareció 
con  tal  carácter  y  para  ser  interrogado  con 
dicho  objeto.  James  Harry  Winter,  quien 
contrajo  sus  respuestas  a  decir  que  no  le 
constaba  nada  sobre  el  particular,  a  pesar 
de  habérsele  requerido  para  dar  respuesta 
en  la  forma  que  previene  la  ley,  bajo  aper¬ 
cibimiento  de  Ser  declarado  confeso,  como  en 
efecto  lo  fué  a  solicitud  del  actor;  pero,  ha¬ 
biéndose  interpuesto  apelación  de  lo  resuelto 
en  1"  Instancia;  la  Sala  1*  de  la  Corté  de 
Apelaciones,  lo  revocó  en  su  ejecutoria  del 
diez  de  diciembre  (1925).  Sin  embargo,  el 
actor  insitió  en  su  memorial  del  diez  y  nueve 
del  mismo  mes  en  que  F.  W.  Sawyer,  quien 
representaba  a  dicho  Banco  en  calidad  de 
Gerente  de  él,  cuando  las  cartas  fueron  di¬ 
rigidas  a  sus  respectivos  destinatarios,  fuera 
citado  ipara  reconocer. as  con  el  mismo  carác¬ 
ter  con  que  las  había  firmado;  y  en  efecto 
el  reconocimiento  fué  hecho  en  diligencia 
practicada  el  diez  y  nueve  de  enero  de  mil 
novecientos  veintiséis,  en  la  cual  consta  que 
Federico  W.  Sa-wyer,  de  cincuenta  y  un 
años  de  edad,  casado  y  comerciante  de  esta 
plaza,  bajo  juramento  (y  en  concepto  de  Ge¬ 
rente  del  Banco  tantas  veces  mencionado), 
dijo  :  “que  es  cierto  el  contenido  de  ellas  y 
de  su  puño  y  letra  las  firmas  que  las  cubren 
y  puso  como  Gerente  de  la  casa  en  referen¬ 
cia”  ; 
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3'’ — Carta  que  Federico  Gie=selfnann  diri¬ 
gió  el  veinticinco  de  agosto  de  mil  novecien¬ 
tos  veinticinco  a  Carlos  Zabalza,  en  la  cual 
y  confirmando  la  conversación  que  ambos 
habían  tenido  el  mismo  día  por  la  mañana, 
le  informa  que  la  "Freiberg  Mahogany  Com- 
pany”,  de  Ohio  (y  no  de  Nueva  Orleans,  co¬ 
mo  se  había  dicho  antes)  había  pagado  al 
“Commercial  Bank  of  Spanish  America”  las 
cantidades  de  doce  mil  quinientos  setenta  y 
siete  dólares  setenta  y  seis  centavos,  el  dos 
de  marzo  (1925),  y  de  catorce  mil  treinta  y 
cinco  dólares  cuarenta  y  tres  centavos,  el  dos 
de  julio  del  mismo  año,  o  sea  la  suma  total 
de  veintiséis  mil  seiscientos  doce  dólares 
cuarenta  y  ocho  centavos  (pero  hay  un  error 
de  cálculo  en  esta  suma,  que  debe  ser  :  vein¬ 
tiséis  mil  seiscientos  trece  dólares  y  cuarenta 
y  ocho  centavos)  a  cuenta  de  dos  partidas  de 
madera  que  hacen  un  total  de  cuatrocientos 
veinte  mil  setecientos  treinta  y  siete  pies 
cuadrados,  madera  que  para  su  embarque  no 
espera  más  que  la  llegada  de  un  vapor  es¬ 
pecial  que  los  compradores  habían  prometí 
do  enviar;  y  da  las  gracias  a  su  acreedor 
por  la  prórroga  que  ha  concedido  para  el  pa¬ 
go.  Esta  carta  fué  reconocida  por  Federico 
Giesselmann  en  diligencia  practicada  en  el 
Juzgado  1'’  de  1''  Instancia,  el  veinte  de  no¬ 
viembre  de  mil  novecientos  veinticinco,  en  la 
cual  ‘consta  que  dicho  Giesselmann  declaró 
bajo  juramento  que  es  de  su  puño  y  letra  la 
firma  que  autoriza  la  mencionada  carta  y  es 
cierto  el  contenido  de  ella. 

4' — Exhibición  de  libros  del  “Commercial 
Bank  of  Spanish  America”,  en  su  cuenta  de 
depósito  con  Federico  Giesselmann,  la  cual 
solicitada  por  el  actor,  consta  en  la  diligencia 
practicada  en  la  oficina  del  mismo  Banco 
el  veintidós  de  abril  de  mil  novecientos  vein¬ 
tiséis  en  que  consta :  “que  tuvo  a  la  vista 
el  libro  de  cuentas  corrientes,  oro,  del  pri¬ 
mero  de  mayo  al  treinta  de  junio  de  mil  no¬ 
vecientos  veinticinco  en  el  cual  en  el  haber 
de  la  cuenta  de  don  Federico  Giesselmann, 
con  fecha  dos  de  mayo  figura  abonada  co¬ 
mo  entrega  la  cantidad  de  doce  mil  quinien¬ 
tos  sesenta  y  siete  pesos  setenta  y  seis  cen¬ 
tavos  oro  americano.  En  el  libro  de  cuentas 
corrientes  oro,  correspondiente  a  julio  de 
mil  novecientos  veinticinco,  con  fecha  dos 
del  citado  mes  de  julio  está  abonada  como 
entrega,  la  cantidad  de  catorce  mil  treinta 
y  cinco  pesos  setenta  y  dos  centavos  oro  a- 
mericano.  A  solicitud  del  señor  Gerente  del 
Banco  se  hace  constar;  que  cuando  el  señor 
Giesselmann  hizo  el  primer  abono  el  dos  de 
mayo,  su  cuenta  arrojaba  un  saldo  deudor 
de  nueve  mil  quinientos  veinte  pesos  veinte 
centavos  oro  americano,  y  cuando  hizo  el 
segundo  abono,  en  dos  de  judo,  debía  al  mis¬ 


mo  Banco  diez  y  ocho  mil  cuatrocientos  vein¬ 
tiocho  pesos  ochenta  y  nueve  centavos  oro 
americano,  saldos  que  fueron  vistos  por  el 
Juez  en  los  libros  exhibidos  de  que  ya  se 
sizo  relación”.  Esta  diligencia  aparece  fir¬ 
mada  por  el  Juez  señor  Gil,  el  Gerente,  F.  W. 
Sawyer,  el  Licenciado  don  A.  A.  Saravia  y 
el  Secretario  don  Héctor  Peñate; 

5" — Dos  di.'igencias  de  reconocimiento  de 
documentos  privado  y  posiciones  practicadas 
a  solicitud  del  actor  con  el  Licenciado  don 
José  Antonio  Vásquez,  como  sigue:  o)  pri¬ 
mera,  el  diez  y  seis  de  noviembre  de  mil  no¬ 
vecientos  veinticinco,  en  la  cual  el  Licenciado 
Vásquez  declaró,  bajo  juramento,  que  la  fir¬ 
ma  que  cubre  et  endoso  de  la  carta  dirigida 
a  él  por  el  Gerente  del  ‘  Commercial  Bank 
of  Spanish  America  Limited”,  el  cinco  de  di¬ 
ciembre  de  mil  novecientos  veinticuatro  es 
auténtica  por  haber  sido  puesta  por  él  de  su 
puño  y  letra  y  ser  la  que  usa  habitualmente, 
advirtiendo  que  el  endoso  lleva  fecha  del  seis 
del  mes  y  año  citados;  6)  la  segunda,  prac¬ 
ticada  el  veintidós  de  agosto  de  mil  nove¬ 
cientos  veintisiete,  en  la  cual  el  mismo  Li¬ 
cenciado  Vásquez,  a  solicitud  del  autor  y 
preguntado  a  guisa  de  “ampliación  de  posi¬ 
ciones",  sobre  si  es  cierto  que  el  negocio  “de 
mutuo  y  consignación  de  quince  mil  dólares" 
que  el  interrogante  dió  a  Federico  Giessel¬ 
mann  según  escritura  del  seis  de  diciembre 
(1924)  autorizada  por  el  mismo  Licenciado 
Vásquez,  éste  intervino  como  comisionista 
dei  interrogante,  pues  tenía  encargo  de  co¬ 
locarle  dicha  suma  de  dinero",  respondió  ba- 
jo  juramento  "que  es  cierto,  pero  que  el  se¬ 
ñor  Zabalza  fué  quien  resolvió  la  aceptación 
del  negocio  con  pleno  conocimiento  de  causa, 
habiéndose  abocado  lo  menos  dos  veces  con 
el  señor  Federico  SaWyer,  entonces  Gerente 
del  “Spanish  Bank  of  America",  y  mediante 
convenio  con  él  y  por  haberse  negado  a  dar 
nueva  carta,  de  .'a  que  ya  se  le  había  dirigido 
al  exponente,  éste  le  endosó  al  señor  Zabalza 
la  que  tenía” ; 

6" — Una  carta  dirigida  el  quince  de  octu¬ 
bre  de  mil  novecientos  veinticinco  a  Carlos 
Zabalza  por  Jorge  Vogl,  en  la  cual  este,  dan¬ 
do  respuesta  af  primero  sobre  la  intervención 
amistosa  que  había  tenido  en  el  negocio,  dice 
al  primero  que  es  cierto  que  le  habló  reco¬ 
mendándole  que  hiciera  el  negocio,  e  hizo 
esto  porque  Federico  Sawyer  Gerente  del 
“Commercial  Bank  of  Spanish  America  Li¬ 
mited”,  conociendo  las  buenas  relaciones 
existentes  entre  ambos,  le  rogó  tal  recomen¬ 
dación  “por  ser  ei  negocio  de  absoluta  se¬ 
guridad,  no  pudiendo  hacerlo  en  aquel  mo¬ 
mento  el  Banco  Comercial,  sin  previa  con¬ 
sulta  a  su  casa  principal  en  Londres”.  Esta 
carta  fué  reconocida  por  Vogl,  tanto  en  su 
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contenido  cuanto  en  la  firma  que  la  autoriza, 
ante  el  Juez  3^  de  1’  Instancia,  en  diligencia 
del  veintiséis  de  junio  (1926),  y  mandada 
tener  como  prueba  en  la  controversia  por 
Decreto. del  Juzgado  1'’,  del  cinco  de  julio 
(1926)  que  se  notificó  al  Gerente  del  Banco 
demandado. — Resultando  :  que  en  escrito  del 
tres  de  mayo  (1926)  el  apoderado  del  actor 
solicitó  que  se  citara  al  juicio’al  Licenciado 
don  José  Antonio  Vásquez,  solicitud  que  fué 
denegada  por  el  Juez  en  providencia  del  seis 
del  mismo  mayo  revocatoria  de  la  cual  fué 
solicitada  el  dia  siguiente  alegando  para  ello 
que  en  aquel  estado,  el  juicio  no  podía  toda¬ 
vía  saberse  si  el’  ‘‘Commercial  Bank"  o  el 
Licenciado  Vásquez  resultaría  responsable 
de  la  carta  de  cinco  de  diciembre,  e  inter¬ 
poniendo  el  recurso  de  apelación  para  el  ca¬ 
so  en  que  se  denegara  la  revocatoria,  como 
en  efecto  se  denegó  y  se  otorgó  el  recurso. 
La  Sala  1»  de  la  Corte  de  Opelaciones,  en  su 
ejecutoria  de  veintinueve  de  mayo  (1926), 
confirmó  lo  resuíelto  por  el  Juez;  y  por  eso 
no  fué  citado  al  juicio  el  Licenciado  Vásquez. 
Resultando  :  que  agregadas  las  pruebas  a  los 
autos,  conferidos  a  las  partes  los  traslados 
procedentes  y  escuchados  los  argumentos 
que  cada  una  de  ellas  presentó,  el  Juzgado 
1?  de  1®  Instancia  de  esta  capital,  profirió 
su  sentencia  del  veintiuno  de  marzo  de  mil 
novecientos  veintisiete,  en  la  cual  absuelve 
al  “Commercial  Bank  of  Spanish  America 
Limited",  de  la  demanda  entablada  contra  éí 
por  Carlos  Zabalza  y  condena  a  este  al  pago 
de  las  costas.  Y  habiendo  el  actor  interpues¬ 
to  contra  ese  fallo  el  recurso  de  apelación  las 
constancias  del  juicio  fueron  elevadas  a  la 
Sala  I”  de  la  Corte  de  Apelaciones  con  la 
hoja  de  consulta  del  veinticinco  de  marzo  del 
año  últimamente  citado. — Resultando  :  que 
tramitada  la  segunda  instancia  en  debida 
forma  y  habiéndose  señalado  el  día  para  la 
vista  a  solicitud  de  las  partes,  estas  presen¬ 
taron  sus  respectivos  alegatos  agregando  ca¬ 
da  una  de  ellas  varios  documentos  de  ca¬ 
rácter  probatorio,  como  sigue : 

El  Apelante. — a)  la  dihgencia  practicada 
ante  el  Juez  de  Instancia  de  este  depar¬ 
tamento  el  veintisiete  de  mayo  de  1927,  en  la 
cual,  absolviendo  posiciones  articuladas  por 
la  parte  actora.  el  Licenciado  don  J.  Antonio 
Vásquez  declaró  :  que  es  cierto  que  "dedica 
sus  actividades  al  desempeño  de  negocios  en 
comisión  y  por  cuenta  propia” ;  que  es  cierto, 
público  y  notorio  “que  la  principal  rama  de 
las  comisiones  que  desempeña  es  la  coloca¬ 
ción  de  capitales  a  mutuo  por  cuenta  de  sus 
clientes”;  que  reconoce  como  suyos  los  avi¬ 
sos  publicados  en  diez  y  siete  números  del 
periódico,  diario  “El  Imparcial”,  correspon¬ 
dientes  a  diversas  fedhas  desde  el  veintidós 


de  octubre  hasta  el  cuatro  de  noviembre  de 
mil  novecientos  veinticinco ;  que  no  es  cierto 
que  el  “Commercial  Bank  of  Spanish  Ameri¬ 
ca”  le  haya  dado  distintos  encargos  en  comi¬ 
sión;  que  es  cierto  que  cobró  a  Federico  Gies- 
selmann  por  proporcionarle  los  quince  mil 
dólares  que  le  prestó  Zabalza  una  comisión 
de  la  cual  hizo  partícipe  al  mismo  Zabalza;  y 
que  también  es  cierto  que  de  este  recibió  un 
cheque  a  cargo  del  Banco  Colombiano  por 
la  suma  de  catorce  mil  ciento  setenta  y  cinco 
dólares  para  realizar  el  negocio  de  los  quince 
mil,  consistiendo  la  diferencia  en  intereses 
adelantados  y  comisiones,  cheque  que  el  inte¬ 
rrogado  endosó  en  blanco;  b)  una  carta  diri¬ 
gida  el  primero  de  septiembre  de  mil  nove¬ 
cientos  veintisiete  por  el  Gerente  del  Banco 
Colombiano,  George  B.  Soto,  cuya  firma  fué 
legalizada  ante  el  notario  don  Adolfo  Padilla, 
a  Carlos  Zabalza,  en  la  cual  el  signatario  le 
manifiesta  que  su  cheque  (de  Zabalza)  a 
cargo  de  dicho  Banco  “por  catorce  mil  ciento 
setenta  y  cinco  dólares  $14,175.00  oro  am.), 
fecha  seis  de  diciembre  de  mil  novecientos 
veinticuatro,  fué  abonada  el  día  diez  del 
mismo  mes,  directamente  a  la  cuenta  del 
“Commercial  Bank  of  Spanish  America  Li¬ 
mited”,  por  endoso  del  Licenciado  don  J.  An¬ 
tonio  Vásquez";  c)  diligencia  practicada  el 
catorce  de  junio  (1927)  ante  el  Juez  P  de  1* 
Instancia,  en  la  cual  consta  que  compareció 
Charles  F.  Geddes,  Gerente  del  “Commer¬ 
cial  Bank  of  Spanish  America  Limited”,  y  te¬ 
niendo  a  la  vista  el  check  ya  descrito,  fué 
preguntado  si  el  sello  de  caracteres  de  hule 
puesto  al  respaldo  del  mismo  cheque  y  que 
dice;  “Abónese  a  cuenta  del  “Commercial 
Bank  oí  Spanish  America  Ltd”,  es  de  dicho 
Banco  y  el  “que  acostumbra  en  todos  las  che¬ 
ques  que  manda  a  abonar  en  sus  cuentas  en 
los  diferentes  Bancos  de  esta  ciudad,  contes¬ 
tó  :  que  por  no  tratarse  de  una  firma  no  pue¬ 
de  contestar  categóricamente  sobre  el  reco¬ 
nocimiento,  pero  que  el  sello  que  aparece  en 
el  cheque  es  parecido  al  que  usa  el  “Commer¬ 
cial  Bank”  lo  cual  fácilmente  podría  com¬ 
probarse  trayendo  el  sello  del  Banco  para  ver 
si  marca  exactamente  la  misma  leyenda". 

El  Demandado. — a)  tercer  testimonio  de 
la  escritura  pública  otorgada  ante  el  Notario 
don  Luis  Barrutia,  en  esta  capital  el  doce  de 
mayo  de  mil  novecientos  veintiséis,  en  la 
cual  consta  que  James  H.  Wiriter,  represen¬ 
tante  y  apoderado  general  del  “Commercial 
Bank  of  Spanish  America  Limited”,  confiere 
al  Licenciado  don  Luis  Dardón,  poder  para 
pleitos  confiriéndole  las  facultades  generaifes 
y  especiales  acostumbradas  inclusa  la  de  in¬ 
terponer  el  recurso  de  casación ;  b )  adherida 
a  una  hoja  de  papel  simple  una  nota  de  remi¬ 
sión  de  fondos  al  "Commercial  Bank  of  Spa- 
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nish  America”  para  abonar  en  la  cuenta  oro 
de  J.  Antonio  Vásquez,  que  contiene  tres 
partidas,  a  saber:  "Billetes  oro  $100.00;  che¬ 
que  B.  Colombiano  $14,175.00. — C.  B.  of  S. 
A.  L.,  $20.00",  y  la  suma  total  de  $14,295.00, 
“escrita  también  al  pie  con  todas  sus  letras. 
Esta  nota  lleva  una  firma  que  se  lee:  José 
Antonio  Vásquez”.  Adjunta  a  esa  hoja  de 
papel  simple,  hay  una  acta  notarial  autori¬ 
zada  por  el  Licenciado  don  Luis  Barrutia, 
en  esta  capital,  a  las  cinco  de  la  tarde  del 
veintiséis  de  octubre  de  mil  novecientos  vein¬ 
tisiete,  en  el  cual  se  hizo  constar  que,  por  en¬ 
cargo  del  Gerente  del  “Commercial  Bank  of 
Spanish  America”,  el  notario  se  constituyó 
en  la  oficina  del  Licenciado  don  José  Anto¬ 
nio  Vásquez  y  exhibió  a  este  la  nota  de  en¬ 
trega  que  ya  queda  descrita,  a  la  vista  de  la 
cual  el  Licenciado  Vásquez  manifestó  :  “que 
es  exacto  lo  que  ella  indica  y  que  es  suya 
y  puesta  de  su  puño  y  letra,  la  firma  que  la 
cubre”. — Resultando:  que,  citadas  las  partes 
para  sentencia,  la  Sala  1’  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  dictó  la  del  veinticuatro  de  di¬ 
ciembre  de  mií  novecientos  veintisiete,  en  la 
cual  confirmó  la  proferida  en  primera  ins¬ 
tancia. — Resultando :  que  en  escrito  del  diez 
y  nueve  de  enero  de  mil  novecientos  veinti¬ 
ocho,  el  actor  interpuso  este  recurso  de  ca¬ 
sación  con  auxilio  del  Licenciado  don  Adal¬ 
berto  A.  Saravia,  alegando  que  en  dicha  sen¬ 
tencia  de  Segunda  Instancia  se  ha  infringido 
substancialmente  el  procedimiento  por  ha¬ 
berse  desechado  en  ambas  ins-tancias  la  so¬ 
licitud  del  actor  dirigida  a  que  se  citara  al 
juicio  al  Licenciado  don  José  Antonio  Vás¬ 
quez;  y  que,  además  se  han  violado  las  se¬ 
senta  y  seis  leyes  siguientes:  articules  1395, 
1396,  1397,  1398,  1399,  1401,  1404,  1418,  1423, 
1425,  1427,  1434,  1444,  1454,  1455,  1458,  1947, 
1948,  1949,  1955,  1957,  1962,  1965,  1972,  1976, 
2406  y  1632  del  Código  Civil;  234,  242,  286  y 
265,  del  Decreto  Número  272;  64,  171,  172, 
inciso  3'^,  231,  539  y  114,  del  Codigo  de  Co¬ 
mercio;  668,  686,  687,  688,  689,  690,  691,  692, 
694,  704,  706,  721,  723,  633,  635,  637,  638, 
639,  836,  837,  838,  840,  844,  845,  846,  847,  848 
y  849,  del  Código  de  Procedimientos  Civiles; 
159  y  161  del  Decreto  Número  273. — Conside¬ 
rando  :  que  de  la  relación  de  los  hechos  con¬ 
tenida  en  el  libelo  de  demanda,  se  desprende 
que  la  intervención  del  Licenciado  don  J. 
Antonio  Vásquez  en  el  negocio  que  dió  origen 
a  este  litigio  se  redujo:  en  un  concepto,  a  la 
misión  accesoria  de  un  agente  comisionista ; 
y  en  otro,  al  ejercicio  de  su  profesión  de 
Notario  al  autorizar  la  escritura  pública  que 
se  ha  relacionado ;  y  por  lo  mismo  no  era  del 
caso  citarlo  al  juicio  como  lo  pidió  una  de  las 
partes,  por  no  tener  el  Licenciado  Vásquez 
interés  directo  en  él.  En  ese  concepto  no 


puede  estimarse  como  infringido  el  procedi¬ 
miento. — Articulo  563  del  Código  de  Procedi¬ 
mientos  Civiles. — Considerando:  que  con  el 
testimonio  de  la  escritura  pública  autorizada 
en  esta  capital  por  el  Notario  don  José  Anto¬ 
nio  Vásquez  el  seis  de  diciembre  de  mil  no¬ 
vecientos  veinticuatro,  se  ha  establecido  ple¬ 
namente  que  Carlos  Zabalza  dió  a  mutuo  a 
Federico  Giesselmann  quince  mil  dólares 
moneda  norteamericana,  conviniéndose  que 
esta  suma  se  aplicaria  especialmente  para 
llevar  a  cabo  una  operación  esencialmente 
mercantil,  como  es  el  transporte  de  maderas 
para  su  exportación;  y  por  esa  razón  la  con¬ 
troversia  debió  regirse  principalmente  por 
las  leyes  de  Comercio  y  darse  a  la  corres¬ 
pondencia  cruzada,  con  el  objeto  de  estable¬ 
cer  la  garantía  de  este  negocio,  el  valor  pro¬ 
batorio  que  determina  el  articulo  172  del  Có¬ 
digo  de  Comercio,  a  efecto  de  compeler  en 
juicio  a  los  comerciantes  al  cumplimiento 
de  los  compromisos  que  contraen  Y  al  no 
hacerlo  asi  el  Tribunal  sentenciador  violó 
dicha  ley,  cuya  infracción  se  alegó  al  inter¬ 
ponerse  este  recurso  extraordinario;  por  lo 
cual  procede  casar  y  anular  el  fallo  recurrido 
y  dictar  el  que  en  derecho  corresponde. — 
Considerando:  que  el  reconocimiento  judi¬ 
cial  de  ia  carta  dirigida  al  Licenciado  don 
Antonio  Vásquez,  el  cinco  de  diciembre  de 
mil  novecientos  veinticuatro,  hecho  por  Fe¬ 
derico  W.  Sawyer  al  declarar  bajo  juramento 
que  es  cierto  el  contenido  de  ella  y  de  su 
puño  y  letra  la  firma  que  la  cubre  y  que 
puso  como  Gerente  del  “Commercial  Bank 
of  Spanish  America,  Limited",  prueba  ple¬ 
namente  que  ese  Banco  había  recibido  órde¬ 
nes  de  Federico  Giesselmann  para  reservar, 
de  los  pagos  que  destinados  a  él  hiciera  la 
"Freiberg  Mahogany  Comlpany”,  la  cantidad 
necesaria  para  cubrir  una  obligación  de  doce 
a  quince  mil  dólares  que  vencería  a  fin  del 
mes  de  febrero  siguiente,  que  sería  el  de 
mil  novecientos  veinticinco,  y  que  la  carta 
dirigida  por  el  mismo  Banco  a  Carlos  Zabal¬ 
za  el  seis  del  mismo  diciembre  anteriormente 
citado  y  reconocida  por  el  Gerente  Sawyer  al 
mismo  tiempo  y  con  la  misma  solemnidad 
que  la  del  día  anterior,  confirma  la  obliga¬ 
ción,  ya  que  no  deben  tomarse  en  cuenta  los 
términos  de  “con  los  fondos  que  él  tenga  en 
esa  fecha  en  este  Banco”,  porque  estos  en 
nada  alteran  la  esencia  del  contrato  ni  per¬ 
judican  el  derecho  de  Zabalza  para  exigir  su 
cumplimiento  en  la  forma  convenida  por 
Giesselmann  en  escritura  pública  y  aceptada 
por  el  “Commercial  Bank  of  Spanish  Ame¬ 
rica  Limited”,  en  sus  relaciones  de  éste  con 
aquel  respecto  a  la  retención  de  fondos  para 
un  fin  determinado  y  convenido. — Artículos 
17,  inciso  3"  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
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Mercantil  y  689  del  Código  de  Procedimien¬ 
tos  Civiles. — Considerando;  que  el  plazo  de¬ 
signado  para  el  cumplimiento  de  una  obli¬ 
gación  no  es  condición  resolutoria  de  un  con¬ 
trato,  cuyo  efecto  sea  el  dejar  este  sin  cum¬ 
plimiento  en  el  caso  de  que  la  obligación  no 
se  cumpla  precisamente  en  la  fecha  asi  de¬ 
signada;  sino  que,  por  el  contrario,  no  releva 
al  obligado  del  deber  de  cumplirla  en  fecha 
posterior  y  le  impone  la  de  satisfacer  los  da¬ 
ños  y  perjuicios  causados  por  la  demora. — 
Artículos  171  y  181  del  Código  de  Comercio 
y  1426  y  1444  del  Código  Civil. — Consideran¬ 
do  :  que  el  hecho  de  que  Giesselmann  no  tu¬ 
viera  fondos  en  depósito  el  dia  último  de  fe¬ 
brero  de  mil  novecientos  veinticinco  no  daba 
derecho  alguno  al  Banco  depositario  para 
disponer  en  su  favor  de  los  que  tuvo  con  pos¬ 
terioridad  y  que  estaban  expresamente  des¬ 
tinados  por  el  depositario  y  dueño  de  ellos, 
al  pago  de  la  obligación  constituida  a  favor 
de  Zabalza,  según  consta  en  la  escritura  pú¬ 
blica  tantes  veces  relacionada  y  en  las  cartas 
que  fueron  debidamente  reconocidas  por  Fe¬ 
derico  Sawyer  en  concepto  de  Gerente  del 
“Commercial  Bank  of  Spanish  America  Li¬ 
mited”,  pues  de  lo  contrario,  se  causaría  al 
primero  un  verdadero  perjuicio  del  cual  se 
aprovecharía  el  Banco  para  pagarse  en  pri¬ 
mer  término  de  cantidades  que  no  por  te¬ 
nerlas  en  su  poder  como  simple  depositario 
podría  disponer  libremente  de  ellas,  contravi¬ 
niendo  lo  dispuesto  en  los  artículos  1957  in¬ 
ciso  2'-’  y  1976  del  Código  Civil. — Conside¬ 
rando  :  que  se  encuentra  plenamente  com¬ 
probado  con  ios  libros  exhibidos  por  el  '‘An- 
glo  South  American  Bank  antes  "Commer¬ 
cial  Bank  of  Spanish  America  Limited”,  que 
él  si  recibió  para  abonar  en  cuenta  de  Fede¬ 
rico  Giesselmann  la  suma  total  de  veintiséis 
mil  seiscientos  trece  dólares  y  cuarenta  y 
ocho  centavos,  entregados  por  la  “Freiberg 
Maho'gany  Company”,  en  pago  de  madera; 
y  como  el  75',(  de  esa  suma,  que  asciende  a 
diez  y  nueve  mü  ochocientos  cincuenta  y 
siete  dólares  y  ocho  centavos,  estaba  consig¬ 
nada  expresamente  por  el  dueño  del  dinero 
para  mantenerla  en  depósito  a  disposición 
del  acreedor  Zabalza,  de  acuerdo  con  las  ór¬ 
denes  libradas  al  efecto  por  Giesselmann,  el 
depositario  está  obligado  a  cumplir  su  com¬ 
promiso  manteniendo  esa  suma  a  la  orden 
del  Tribunal  que,  por  separado,  conoce  de  la 
demanda  entablada  sobre  el  pago  de  la  mis¬ 
ma. — Artículos  40  y  51  del  Código  de  Comer¬ 
cio. — Considerando;  que  es  manifiesta  la 
mora  en  que  incurrió  el  Banco  al  no  poner  a 
la  orden  del  Juzgado,  cuando  se  lo  pidió 
Zabalza,  las  cantidades  que  se  había  obligado 
a  retener  para  cancelar  el  crédito  que  a  favor 
del  expresado  Zabalza  había  contraído  Gie¬ 


sselmann;  y  por  esa  falta  debe  obligarse 
al  expresado  establecimiento  a  pagar  los  in¬ 
tereses  legales  correspondientes  a  dicha  su¬ 
ma  desde  la  interpelación  judicial. — Artículo 
1444  del  Código  Civil. — Considerando;  que 
por  no  haber  probado  en  forma  alguna  el  ac¬ 
tor  los  perjuicios  que  asegura  se  le  causaron 
por  e¡  Banco  y  que  estima  en  una  cantidad 
no  menor  de  cinco  mil  pesos  oro  americano, 
debe  absolverse  a  dicho  establecimiento  de 
ese  punto  de  la  demanda. — Artículo  603  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles. 

POR  TANTO;  La  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia,  con  fundamento  en  las  leyes  citadas,  y 
haciendo  aplicación  de  lo  prescrito  en  los 
artículos  1867  y  1889  del  Código  de  Procedi¬ 
mientos  Civiles;  y  184  del  Decreto  Número 
273,  casa  y  anum  el  fallo  recurrido;  y  resol- 
viedo  en  lo  principal  declara;  !'■’ — Que  el 
“Commercial  Bank  of  Spanish  America  Li¬ 
mited”,  hoy  “Anglo  South  American  Bank”, 
debe  restituir  y  mantener  en  depósito  a  la 
orden  del  Juez  que  conoce  del  juicio  ejecutivo 
seguido  por  Carlos  Zabaiza  contra  Federico 
Giesselmann  hasta  el  IS'/i  de  las  sumas  de¬ 
positados  a  favor  del  último  por  la  "Freiberg 
Mahogany  Company”  y  pagar  dentro  de 
tercero  día,  de  sus  propios  fondos,  los  inte¬ 
reses  legales  causados  por  la  demora  desde 
la  interpelación  judicial;  2“ — Que  se  absuel¬ 
ve  al  mencionado  Banco  por  le  que  respecta 
al  pago  de  cinco  mil  dólares  que  se  reclaman 
por  perjuicios;  3" — Que  las  costas  son  a 
cargo  de  ambas  partes;  y  4'' — Que  debe  de¬ 
volverse  al  recurrente  el  depósito  constituido 
en  la  Receptoría  de  Fondos  de  Justicia  para 
dar  curso  a  esta  casación. — Notifíquese. — 
Con  certificación  de  lo  resuelto  devuélvanse 
los  antecedentes  a  donde  corresponde. — José 
A.  Medrana. — Qiiirino  Flores  y  Flores. — Jo¬ 
sé  Serrano  Muñoz. — Abel  Paredes. — J.  F. 
Rodríguez. — Juan  Fernández  C. 

CRIMINAL 

CONTRA  VENTURA  FERNANDEZ  CHAVARRIA 


El  acto  de  disparar  un  arma  de  fuego  contra 
cualquiera  persona  es  punible  como  tal, 
cuando  no  se  manifieste  el  efecto  o  con¬ 
curran  circunstancias  que  caractericen 
tentativa  o  delito  frustrado. 

Corte  Suprema  de  Justicia;  Guatemala, 
veinticinco  de  septiembre  de  mil  novecientos 
veintiocho. — Por  recurso  de  casación  se  exa¬ 
mina  el  fallo  dictado  por  la  Sala  2»  de  Ape¬ 
laciones,  el  veintiocho  de  julio  anterior,  en 
la  criminal  que  por  disparo  de  arma  de  fuego 
procede  contra  Ventura  Fernández  Chava- 
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rría,  en  que,  negando  su  aprobación  al  dic¬ 
tado  por  el  Juez  de  1'*  Instancia  de  Alta  Ve- 
rapaz,  declara:  que  dicho  reo  es  autor  del 
delito  de  disparo  de  arma  de  fuego  y  una 
falta :  por  los  cuales  le  impone  dos  años  de 
prisión  correccional  y  veinte  dias  de  prisión 
simple  respectivamente. — Resulta:  que  el 
veintiséis  de  marzo  del  año  pasado  se  pre¬ 
sentó  al  Juzgado  de  Paz  de  Cobán,  Emiliano 
Molina,  dando  parte  de  que  en  esa  fecha  y 
como  a  las  cinco  y  veinte  minutos  de  la 
tarde,  se  encontraba  en  la  barbería  de  Enri¬ 
que  Zabala,  cuando  llegó  Ventura  Fernández 
hijo,  en  estado  de  ebriedad  y  andaba  exhi¬ 
biendo  una  pistola  por  lo  que  le  indicó  que 
la  escondiera;  que  Fernández  le  ofreció  un 
trago  y  como  se  negara  a  aceptarlo  le  dijo  : 
“que  si  quería  un  trago  o  un  tiro”  y  le  dis¬ 
paró,  causándole  la  lesión  que  presenta  y 
agarrándose  con  él  en  seguida  a  efecto  de 
evitar  continuara  disparándole.  Heriberto 
Ponce  S.  lo  desarmó  y  fué  capturado  por  un 
Inspector  de  Policía;  que  presenciaron  lo 
ocurrido,  los  señores  Adrián  Zelaya  y  Ricar¬ 
do  Orellana. — Resulta:  que  examinados  los 
testigos  Heriberto  Ponce  S.,  Adrián  Zelaya 
y  Ricardo  Arellano,  coroboraron  acertos  del 
ofendido,  en  concepto  de  testigos  presen¬ 
ciales.  Indagado  el  reo  Ventura  Fernández 
hijo,  declara :  que  el  día  del  hecho  estuvo 
en  Chicayón,  en  seguida  se  dirigió  a  casa 
de  Federico  Ponce  S.  y  después  a  la  barbe¬ 
ría  de  Enrique  Zabala;  que  por  estar  ebrio 
no  recuerda  si  cometió  los  hechos  que  se  le 
imputan;  que  con  el  ofendido  no  tienen  an¬ 
tecedentes  de  enemistad  y  si  portaba  arma 
fué  porque  tenía  que  recoger  dinero  para 
pagos  de  la  Administración  de  Rentas. — Re¬ 
sulta :  que  según  el  informe  médico,  Emilia¬ 
no  Molina  sufrid  una  herida  producida  por 
arma  de  fuego ;  el  proyectil  penetró  en  i'a  in¬ 
gle  izquierda,  por  encima  del  tercio  externo 
de  la  arcada  clural,  dejando  un  agujero  de 
un  centímetro  de  diámetro,  habiendo  salido 
en  la  región  glútea,  por  fuera  del  cue.lo  del 
fémur;  el  proyectil  interesó  las  partes  blan¬ 
das  de  la  trayectoria  tardó  para  curarse  siete 
días  con  asistencia  facultativa,  sin  quedarle 
impedimento  ni  deformidad. — Resulta:  que 
el  ofendido  se  constituyó  formal  acusador, 
pero  en  el  curso  de  la  causa  se  separó  de 
la  instancia  v  previos  los  trámites  legales  se 
le  tuvo  por  apartado.  Elevada  la  causa  a 
plenario  se  formuló  al  reo  cargo  por  el  delito 
de  disparo  de  arma  y  no  se  conformó,  Eva¬ 
cuada  la  defensa  y  cumplidos  los  demás 


trámites,  el  veinte  de  junio  pasado  el  Juez 
de  1'  Instancia  dictó  fallo  absolviendo  al 
encausado  del  cargo  que  le  fué  formulado  y 
mandó  pasar  el  proceso  al  Juzgado  de  Paz, 
por  lo  que  respecta  a  la  lesión.  Elevada  di¬ 
cha  sentencia,  con  sus  antecedentes,  en  con¬ 
sulta  a  la  Sala  jurisdiccional,  se  dictó  el  fa¬ 
llo  de  que  se  hizo  relación  al  principio. — 
Resulta:  que  el  prevenido  Ventura  Fernán¬ 
dez,  con  auxilio  de  letrado  interpuso  el  pre¬ 
sente  recurso  de  casación  por  estimar  vio¬ 
lados  los  Artos.  65,  67  y  309  del  Código  Pe¬ 
nal  común. — Considerando :  que  el  sólo  acto 
de  disparar,  una  arma  de  fuego,  contra  cual¬ 
quiera  otra  persona,  según  la  ley,  es  punible; 
pero  cuando  del  disparo  se  manifiesta  el  re¬ 
sultado  o  efecto  que  produjo,  este  hecho  es 
el  que  procede  castigar  imponiendo  al  cul¬ 
pable  la  pena  asignada  a  la  infracción  re¬ 
sultante  de  aquel  acto,  en  atención  a  la  in¬ 
tensidad  del  daño  causado,  su  naturaleza  y 
demás  circunstancias  concurrentes;  que  en 
el  presente  caso  no  hay  motivos  que,  dedu¬ 
cidos  de  las  circunstancias  procesales,  in¬ 
duzcan  a  la  apreciación  de  hechos  precon¬ 
cebidos  para  estimar  como  delito  frustrado  o 
tentativa  de  delito  la  infracción  cometida,  la 
cual  se  desarrolló  momentáneamente  a  con¬ 
secuencia  del  estado  en  que  se  encontraba  el 
encausado.  En  consecuencia  la  Sala  sen¬ 
tenciadora  al  imponer  al  reo  la  pena  de  dos 
años  de  prisión  correccional,  por  disparo  de 
arma  de  fuego,  no  obstante  constar  en  los 
autos  que  la  lesión  sufrida  por  el  ofendido 
a  consecuencia  del  disparo  de  arma,  tardó 
siete  días  para  su  curación  sin  dejar  impe¬ 
dimento  ni  deformidad,  ha  infringido  al  ar¬ 
tículo  309  del  Código  Penal. 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia,  con  el  fundamento  de  la  anterior  apre¬ 
ciación  y  lo  que  establecen  los  artículos  674, 
687  y  31,  Código  de  Procedimientos  Penales; 
12  y  453,  Código  Penal,  casa  y  anula  el  fallo 
recurrido  y  resolviendo :  absuelve  al  reo 
Ventura  Chavarría  Fernández  del  cargo  que 
le  fué  formulado  por  disparo  de  arma  de 
fuego  y  constando  en  autos  que  el  reo  guarda 
prisión  desde  el  nueve  de  agosto  anterior, 
declara  compurgada  con  la  prisión  sufrida  la 
pena  que  correspondería  imponerle  por  la 
falta  cometida. — Notifíquese,  devuélvanse 
con  certificación  y  ordénese  la  libertad  del 
prevenido. — José  A.  Medrana. — Quirino  Flo¬ 
res  y  Flores. — José  Serrano  Muñoz. — Abel 
Paredes. — J.  F.  Rodríguez. — Alfredo  Valle 
Calvo". 
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Dictamen  de  la  Comisión  Permanente  de  la  Asamblea 
Nacional  Legislativa,  en  las  diligencias  de  antejuicio 
contra  los  señores  Magistrados  que  formaron  el 
Tribunal  Extraordinario  de  Amparo  en  la  demanda 
del  reo  de  parricidio;  Vicente  Aparicio. 


Voto  particular  del  señor  Diputado  Licenciado  Baudilio  Palma. 
Miembro  de  la  Comisión  Permanente. 


“Honorable  Comisión  Permanente;  Los 
infrascritos  que  formamos  la  subcomisión 
que  de  conformidad  con  el  articulo  12  de  la 
Ley  de  Responsabilidades  fué  designada 
para  hacer  la  investigación  procedente  con 
respecto  a  la  resolución  dictada  por  el  Tri¬ 
bunal  Extraordinario  de  Amparo  con  fecha 
diez  y  seis  de  julio  próximo  pasado,  agotadas 
ya  las  diligencias  respectivas,  tenemos  el  ho¬ 
nor  de  dar  cuenta  con  el  dictamen  a  que  nos 
obliga  el  inciso  4'^,  articulo  14  de  la  expresada 
Ley.  Para  el  mejor  estudio  del  asunto  so¬ 
metido  a  nuestro  examen  hemos  tenido 
que  subdividir  la  cuestión  global  en  varias 
cuestiones  parciales  de  que  previa  relación 
de  las  diligencias  practicadas  y  por  el  orden 
de  su  cita  nos  ocuparemos  en  somero  aná¬ 
lisis  y  que  son  las  siguientes  .  De  la  denun¬ 
cia. — De  las  excusas. — De  la  forma  en  el 
recurso  de  Amparo. — ¿Es  materia  de  Amparo 
la  denegatoria  del  Presidente  del  Poder  Ju¬ 
dicial? — ¿Puede  equipararse  el  parricidio  al 
asesinato? — De  la  Ley  Reglamentaria  de  In¬ 
dultos  y  los  Decretos  926  y  963. — ¿Pudo  el 
Tribunal  de  Amparo  aplicar  el  artículo  48 
del  Código  Penal? 

DILIGENCIAS. — El  veintitrés  de  julio  an. 
tes  citado  se  presentó  el  Licenciado  don  Er¬ 
nesto  Viteri  B.  a  la  Camisión  Permanente 
de  la  Asamblea  Legislativa,  manifestando : 
que  en  su  concepto  de  Magistrado  Suplente 
de  la  Sala  2’  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
formó  parte  del  Tribunal  Extraordinario  de 
Amparo  que  conoció  del  recurso  interpuesto 
el  diez  y  seis  del  mismo  mes  por  el  reo  de 
parricidio  José  Vicente  Aparicio  Peña,  para 
que  se  declarase  que  por  no  serle  aplicable 
el  artículo  3''  del  Decreto  de  Indulto  Número 
963,  debía  otorgársele  la  rebaja  de  la  cuarta 
parte  de  la  pena  de  quince  años  de  prisión 
correccional  que  le  fué  impuesta  en  senten¬ 
cia  firme,  haciéndole  recta  aplicación  del 
artículo  2''  del  Decreto  de  Indulto  menciona¬ 
do;  que  integrado  el  Tribunal  resolvió  el 


recurso  en  la  misma  audiencia  declarándolo 
admisible  y  hacienda  aplicación  de  los  De¬ 
cretos  de  Indulto  Números  1539  y  963  y  de 
lo  dispuesto  en  el  artículo  48  del  Código  Pe¬ 
nal  le  rebajó  la  cuarta  parte  de  la  condena 
que  quedó  extinguida  con  la  prisión  sufrida 
y  ordenó  su  inmediata  libertad ;  que  tal  re¬ 
solución  ha  sido  comentada  acremente  por 
la  prensa,  hasta  el  extremo  de  atribuirse  al 
tribunal  que  la  dictó,  responsabilidades  y 
delitos  y  que  como  la  ley  establece  que  “in¬ 
curren  en  responsabilidad  los  funcionarios  o 
empleados  públicos  que  por  interés,  negli¬ 
gencia  o  malicia  dejen  de  cumplir  con  las 
obligaciones  que  las  leyes  les  imponen”  y 
“jos  Jueces  que  por  negligencia  o  ignorancia 
inexcusables  dictaren  sentencia  manifiesta¬ 
mente  injusta”,  pide  a  la  Comisión  Perma¬ 
nente  de  la  Asamblea  Legislativa,  que  se  ini¬ 
cie  desde  luego  el  antejuicio  que  corresponde 
y  que  en  su  oportunidad  haga  la  declaratoria 
que  procede,  bien  sea  remitiendo  total  certi¬ 
ficación  de  las  diligencias  respectivas  a  la 
Corte  Suprema  de  Justicia  para  la  iniciación 
del  proceso  criminal  del  caso  si  juzga  que 
su  conducta  oficial  merece  los  rigores  de  la 
ley  penal  o  bien  declarando  que  no  ha  lugar 
a  formársele  causa,  restituyéndolo  así  en  la 
honrada  reputación  que  cree  merecer  de  sus 
conciudadanos  y  que  ha  sido  puesta  en  tela 
de  juicio  por  personas  que  han  creído  de 
buena  fe  y  sin  mayor  conocimiento  legal, 
que  no  se  ha  ajustado  a  la  norma  inflexible 
del  deber.  A  la  petición  del  Licenciado 
Viteri,  se  adhirieron  los  señores  Abogados 
Daniel  Menéndez  A.,  Alberto  Argueta  S., 
José  Lara  y  Federico  Ojeda  Salazar,  miem¬ 
bros  integrantes  asimismo  con  el  Licenciado 
Fidencia  Duque,  del  Tribunal  que  conoció 
del  caso  “Aparicio  Peña”. 

Reunida  la  Comisión  Permanente  y  ha¬ 
biendo  resuelto  dar  trámite  a  la  antes  dicha 
petición,  se  designó  por  la  suerte  e  integrada 
por  los  subscritos,  la  Subcomisión  de  In- 
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vestigación  que  con  fecha  veintisiete  del 
mismo  citado  mes,  acordó :  que  ratifiquen 
su  escrito  los  presentados ;  pedir  a  la  Corte 
Suprema  de  Justicia  el  proceso  que  por  pa¬ 
rricidio  se  siguió  a  José  Vicente  Aparicio 
Peña;  que  dicho  superior  Tribunal  informe 
si  con  anterioridad  a  la  fecha  en  que  Apa¬ 
ricio  Peña  presentó  el  recurso  de  Amparo, 
la  Corte  tenia  por  razón  de  oficio  conoci¬ 
miento  de  la  mala  conducta  del  reo  y  asimis¬ 
mo  si  en  los  diferentes  casos  de  que  ha 
conocido,  se  han  aplicado  a  los  reos  que  hu¬ 
bieren  observado  buena  conducta,  todos  los 
indultos  decretados  con  posterioridad  a  la 
fecha  de  su  encausamiento ;  que  la  Sala  2’ 
de  Apelaciones  envíe  el  expediente  motivado 
por  la  solicitud  de  Amparo  de  Aparicio  Peña 
y  el  Director  de  la  Penitenciaría  Central  el 
libro  de  calificaciones  de  la  conducta  de  los 
presos,  asi  como  que  declare  acerca  de  la 
conducta  observada  por  Aparicio  Peña  du¬ 
rante  su  permanencia  en  el  Centro  Penal  a 
su  cargo.  Asimismo  y  con  fecha  veintiocho 
de  julio  próximo  pasado  la  Comisión  inves¬ 
tigadora  dispuso:  que  el  Tribunal  Extraordi¬ 
nario  de  Amparo  informe  si  de  oficio  o  por 
solicitud  de  parte,  removió  del  cargo  de  Vo¬ 
cal  al  Magistrado  Daniel  Ramírez  y  exami¬ 
nar  en  lo  conducente  al  citado  Magistrado 
así  como  al  de  igual  cargo  Licenciado  Carlos 
Castellanos  que  también  se  excusó  de  co¬ 
nocer. 

Las  diligencias  acordadas  dieron  el  resul¬ 
tado  siguiente ;  los  peticionarios  señores  Li¬ 
cenciados  Viteri,  Menéndez,  Ojeda  Salazar, 
Lara  y  Argueta,  ratificaron  su  memorial; 
tanto  las  diligencias  de  Amparo  de  Aparicio 
Peña,  como  el  proceso  que  por  parricidio  se 
siguió  en  su  contra,  el  informe  del  Tribunal 
Extraordinario  y  el  libro  de  calificaciones  de 
la  Penitenciaria  Central,  fueron  oportuna¬ 
mente  recibidos  por  la  Subcomisión,  notán¬ 
dose  en  este  último  algunas  alteraciones  lo 
que  se  hizo  constar  por  medio  de  acta.  El 
señor  Magistrado  Carlos  Castellanos  R.,  en 
diligencia  personal  dijo:  que  en  cierta  oca- 
ción  el  Abogado  don  Enrique  Paz  y  Paz 
(que  más  tarde  auxilió  a  Aparicio  Peña  en 
la  interposición  del  recurso  de  Amparo)  llegó 
al  local  de  la  Sala  1*  de  Apelaciones  que 
preside  el  informante  y  consultó  al  Fiscal  de 
la  misma  Sala,  si  el  Decreto  de  Indulto  Nú¬ 
mero  963  era  aplicable  al  señor  Aparicio 
Peña;  que  habiéndose  efectuado  esa  consul¬ 
ta  en  presencia  de  los  demás  Magistrados, 
terciaron  éstos  en  la  discusión  dando  su  pa¬ 
recer  en  sentido  desfavorable  para  Aparicio 
Peña ;  que  por  otra  parte  el  dicente  presidió 
el  Tribunal  que  en  segunda  instancia  dictó 
sentencia  condenatoria  contra  Aparicio  Peña 
y  que  tanto  una  como  otra  de  tales  circuns¬ 


tancias  se  estimaron  bastantes  para  excusar¬ 
se  de  conocer  el  recurso  de  Amparo  que  a  la 
Sala  1’  presentó  Aparicio  Peña,  sin  que  se 
diera  a  la  excusa  el  trámite  del  Código  de 
Procedimientos,  sino  que  se  aplicó  l’a  facul¬ 
tad  que  da  el  artículo  2'’  de  la  Ley  de  Am¬ 
paro  con  arreglo  al  cual  se  pasó  la  solicitud 
a  la  Sala  2'*  para  su  tramitación  legal.  El 
señor  Magistrado  don  Daniel  Ramírez  dijo: 
que  al  día  siguiente  de  haber  sido  notificado 
por  medio  de  oficio,  de  que  había  salido  sor¬ 
teado  para  integrar  el  Tribunal  de  Amparo, 
manifestó  de  palabra  a  la  Sala  2’’  de  Apela¬ 
ciones,  que  a  él  no  debían  haberlo  compren¬ 
dido  en  el  sorteo  en  virtud  de  no  ser  Vocal 
sino  Presidente  de  Sala  y  ante  esta  obser¬ 
vación,  se  procedió  a  un  nuevo  sorteo  para 
cubrir  la  vacante  del  exponente.  El  Director 
de  la  Pentenciaría  Central,  Coronel  C.  Rai¬ 
mundo  Ortega  dijo:  que  durante  todo  el 
tiempo  que  Aparicio  Peña  estuvo  en  dicho 
Centro  Penal,  observó  una  conducta  tenden¬ 
ciosa,  pero  no  fué  sino  hasta  últimamente 
que  se  le  calificó  con  malas  notas  que  obe¬ 
decieron  a  que  efectivamente  tuvo  mala  con¬ 
ducta  como  se  establece  con  unas  diligencias 
procesales  que  se  encuentran  en  el  Juzgado 
4''  de  1’  Instancia  de  esta  ciudad ;  que  al 
recibir  la  orden  de  libertad  de  Aparicio  Peña 
la  consultó  al  Ministerio  de  Gobernación 
que  le  respondió  haber  transcrito  la  consulta 
a  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  cuyo  su¬ 
perior  Tribunal  recibió  asimismo  la  transcrip¬ 
ción  de  lo  resuelto  por  el  Tribunal  Extraor¬ 
dinario  de  Amparo,  disponiendo  la  referida 
libertad  a  lo  que  inmediatamente  dió  cum¬ 
plimiento ;  agrega  que  aunque  había  dado  un 
informe  de  la  buena  conducta  de  Aparicio 
Peña,  a  virtud  de  oficio  de  la  Corte  Suprema 
de  Justicia  en  que  se  le  pide  y  por  ser  efec¬ 
tivamente  cierto,  manifestó  en  un  segundo 
informe  la  mala  conducta  de  Aparicio  y  en 
demostración  de  lo  declarado  presentó  a  la 
Subcomisión  interrogante,  algunas  comuni¬ 
caciones  Con  fecha  treinta  y  uno  de  julio 
próxima  pasado  y  pedido  a  los  señores  Abo¬ 
gados  Viteri,  Menéndes,  Lara,  Argueta  y 
Ojeda  Salazar  el  informe  que  previene  el 
inciso  3''  del  artículo  14  de  la  Ley  de  Res¬ 
ponsabilidades,  dichos  señores  letrados  lo 
evacuaron  extensamente  en  justificación  de 
la  resolución  que  como  Magistrados  del  Tri¬ 
bunal  Extraordinario  de  Amparo,  profirie¬ 
ron  en  el  caso  de  Aparicio  Peña  y  en  demos¬ 
tración  de  las  tres  cuestiones  siguientes : 

l'í — Que  los  delitos  de  parricidio  y  asesi¬ 
nato  no  pueden  equipararse  y  que  por  con¬ 
siguiente  el  reo  Aparicio  Peña  no  está  ex¬ 
ceptuado  de  la  gracia  de  indulto  contenida 
en  el  Decreto  gubernativo  Número  963; 
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2’ — Que  la  Ley  Reglamentaria  de  Indultos 
(Decreto  Número  159)  no  tiene  aplicación 
al  caso  resuelto ;  y 

3" — Que  el  Tribunal  Extraordinario  de 
Amparo,  es  competente  para  conocer  de  ac¬ 
tos  firmes  y  definitivos  del  Presidente  del 
Poder  Judicial  en  materia  de  reíaj ación  de 
penas.  Expresan  asimismo  los  informantes 
que  no  ha  sido  criterio  de  la  Presidencia  del 
Poder  Judicial  que  solo  un  indulto  puede  a- 
plicarse  a  cada  reo,  sino  todo  lo  contrario, 
le  han  aplicado  todos  los  indultos  dictados 
después  de  su  enjuiciamiento  como  tratan 
de  demostrar  con  el  acta  notarial  que  acom- 
ñan  del  cómputo  formulado  para  Ernesto 
Peña  reo  de  parricidio  y  parricidio  frustrado 
a  quien  se  hicieron  las  rebajas  de  los  Decre¬ 
tos  de  Indultos  Números  926  y  963,  y  hacen 
observar  que  aun  cuando  oportunamente  el 
Licenciado  Vit'eri  manifestó  al  Tribunal'  su 
duda  acerca  de  si  podria  integrarlo  toda  vez 
que  dias  antes  habia  evacuado  una  consulta 
jurídico  sobre  el  caso  subjúdice  y  que  se 
le  formuló  sin  puntualización  de  nonibres, 
el  Tribunal  declaró  inadmisible  tal  excusa. 

En  este  estado  doña  Francisca  Barrios  v. 
de  Barrios  presentó  un  memorial  en  que  ha¬ 
ce  constar  que  no  es  su  propósito  constituir¬ 
se  en  acusadora  de  los  Jueces  que  dictaron 
la  resolución  recaída  en  la  solicitud  de  Am¬ 
paro  de  Aparicio  Peña  sino  elevar  su  protesta 
por  la  festinación  o  ignorancia  con  que  ellos 
procedieron  al  proferir  dicho  fallo  que  ella 
califica  como  uno  de  los  más  graves  y  la¬ 
mentables  errores  judiciales.  A  continua¬ 
ción  hace  consideraciones  acerca  de  las  si¬ 
guientes  cuestiones  que  plantea:  I” — Orga¬ 
nización  viciada  del  Tribunal  de  Amparo; 
2''’ — De  la  improcedencia  del  recurso,  la  cual 
ella  hace  descansar  en  deficiencias  de  for¬ 
ma;  3'’ — De  la  arbitraria  aplicación  de  los 
Decretos  de  Indulto  en  que  sostiene  que  tal 
aplicación  debe  limitarse  a  un  indulto  con¬ 
forme  la  respectiva  ley  reglamentaria;  4’’ — 
De  la  usurpación  de  funciones  contenida  en 
el  fallo  del  Tribunal  de  Amparo  en  que  se 
refiere  a  las  facultades  contenidas  en  el  ar¬ 
ticulo  48  del  Código  Jenal:  y  5'> — Violación 
de  la  Ley  de  Amparo  por  el  Tribunal  juzga¬ 
dor  en  que  sostiene  que  este  se  extralimitó 
de  la  potestad  que  tenia  conforme  el  articulo 
29  de  la  Ley  de  Amparo.  Este  memorial  fué 
contradicho  extensamente  por  otro  que  pre¬ 
sentó  el  Licenciado  Ernesto  Viteri  B.,  sos¬ 
teniendo  con  acopio  de  razones  el  procedi¬ 
miento  del  Tribunal  de  Amparo  de  que  él 
formó  parte. 

Oido  el  Fiscal  del  Gobierno  Licenciado 
Adalberto  Aguilar  Fuentes,  dictamina,  ha¬ 
ciendo  constar  una  serie  de  irregularidades, 
notadas  en  los  antecedentes  que  examinó ; 


manifiesta  que  el  expediente  formado  con 
motivo  del  antejuicio  está  substancialmente 
viciado  y  concluye  exponiendo  que  el  criterio 
sustentado  por  el  Tribunal  de  Amparo  se 
ajusta  a  la  letra  muerta  de  las  leyes,  pero 
que  lastima  profundamente  los  fueros  de  la 
sociedad. 

Con  esto  quedó  terminada  la  investigación 
que  se  llevó  a  cabo  dentro  del'  perentorio 
término  que  la  ley  señala. 

En  las  actuaciones  respectivas  enviadas 
por  la  Corte  Suprema  de  Justicia  aparece: 
que  Aparicio  Peña  dirigió  el  veinticinco  de 
abril  del  presente  año  una  solicitud  a  la 
Presidencia  del  Poder  Judicial  manifestan¬ 
do  :  que  siendo  favorecido  por  los  Decretos 
de  Indulto  Número  926,  dictado  por  el  Pre¬ 
sidente  de  la  República  General  Orellana  y 
963,  dictado  por  el  Presidente  de  la  Repú¬ 
blica  General  Chacón ;  acreedor  asimismo  a 
la  rebaja  de  buena  conducta  que  establece  el 
articulo  48  del  Código  Penal  y  tomado  en 
cuenta  el  tiempo  que  ha  sufrido  de  prisión 
efectiva  resulta  que  su  condena  está  extin¬ 
guida  con  exceso  y  en  consecuencia  solicita 
que  se  le  ponga  en  libertad.  Estas  actuacio¬ 
nes  culminaron  con  la  resolución  que  literal¬ 
mente  dice  :  ‘  Presidencia  del  Poder  Judicial : 
Guatemala,  quince  de  mayo  de  mil  nove¬ 
cientos  veintiocho. — Vista  para  resolver  la 
salicitud  del  reo  José  Vicente  Aparicio  en 
que  pide  que,  de  conformidad  con  los  De¬ 
cretos  de  Indulto  Números  926  y  963  y  de 
lo  dispuesto  en  el  articulo  48  del  Código  Pe¬ 
nal,  se  ordene  su  libertad  por  haber  ya  cum¬ 
plido  la  condena  que  le  fué  impuesta  por  el 
delito  de  parricidio  y  Considerando :  que  la 
ley  equipara  los  delitos  de  parricidio  y  asesi¬ 
nato,  desde  el  momento  que  les  impone  la 
misma  pena  en  los  artículos  5'’  y  6"  del  De¬ 
creto  legislativo  Número  1366;  que  el  De¬ 
creto  963  que  acuerda  indulto  en  favor  de 
los  reos  o  procesados  no  debe  aplicarse  en 
los  casos  en  que  el  delito  que  motivó  el  en- 
causamiento  constituya  asesinato ;  que  en 
tal  virtud  el  reo  no  ha  cumplido  las  tres 
cuartas  partes  de  la  condena  que  le  fué  im¬ 
puesta  y  como  consecuencia  tampoco  le  es 
aplicable  el  artícuo  48  del  Código  Penal, 
POR  TANTO:  La  Presidencia  de  la  Corte 
Suprema  de  Justicia,  en  uso  de  la  faculta 
que  le  confiere  el  artículo  22  de  la  Ley  Or¬ 
gánica  del  Poder  Judicial,  desestima  por 
extemporánea,  la  solicitud  de  que  se  hizo  re¬ 
ferencia.  —  Notifíquese.  —  Medrana.  — 
Juan  Fernández  C.” 


Inconfome  Aparicio  Peña  con  tal  reso¬ 
lución,  se  presentó  el  10  de  julio  próximo  pa¬ 
sado  al  Tribunal  Extraordinario  de  Amparo 
pidiendo  que  se  resolviera  que :  el  Decreto 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


807 


Número  963  le  es  aplicable  y  que  se  le  hi¬ 
ciera  la  rebaja  a  que  el  mismo  se  refiere, 
ordenando  en  consecuencia  su  libertad,  peti¬ 
ción  en  que,  previa  audiencia  ai  Ministerio 
Público,  se  dictó  la  resolución  que  dice ; 
"Tribunal  Extraordinario  de  Amparo;  Gua¬ 
temala,  diez  y  seis  de  julio  de  mil  novecien¬ 
tos  veintiocho. — Visto  para  resolver,  el  re¬ 
curso  de  amparo  solicitado  por  el  reo  José 
Vicente  Aparicio  Peña,  de  treinta  y  tres  años 
de  edad,  viudo,  agricultor,  originario  y  ve¬ 
cino  de  esta  ciudad  y  recluido  en  la  Peni¬ 
tenciaria  Central. — Resulta:  que  dicho  reo, 
con  el  auxilio  del  Abogado  Enrique  Paz  y 
Paz,  se  presentó  al  Tribunal  Extraordinario 
de  Amparo  :  que  en  el  mes  ric  agosto  de  mil 
novecientos  veinticuatro,  por  un  hecho  que 
es  del  dominio  público,  habia  sido  enjuiciado 
y  condenado  más  tarde  por  la  Suprema  Cor¬ 
te  de  Justicia  a  sufrir  la  pena  de  quince  años 
de  prisión  correccional;  que  el  dia  nueve 
de  agosto  de  ese  año,  fué  reducido  a  prisión 
formal,  fecha  desde  la  cual  se  empieza  a 
contar  el  tiempo  a  que  fué  condenado,  lle¬ 
vando  a  la  presente,  es  decir,  a  la  fecha  en 
que  fué  presentado  este  memorial,  o  sea  el 
diez  del  mes  en  curso,  tres  años  once  meses 
y  dos  dias  padecidos,  quedándole  por  cum¬ 
plir,  ciento  treinta  y  tres  meses;  que  el  día 
quince  de  septiembre  de  mil  novecientos 
veintiséis,  fué  emitido  por  el  Gobierno  del 
General  Orellana,  el  Decreto  de  Indulto  Nú¬ 
mero  926,  por  el  cual  se  le  rebaja  una  tercera 
parte  de  la  pena  a  que  fué  condenado  o 
sean  sesenta  meses;  que  en  el  mes  de 
diciembre  del  año  retropróximo  se  emitió 
por  el  actual  gobernante,  el  Decreto  de  In¬ 
dulto  Número  963,  el  que  le  rebaja  una  cuar¬ 
ta  parte  a  todos  los  enjuiciados  o  condenados 
con  anterioridad  a  esa  fecha,  a  excepción 
de  los  reos  de  asesinato,  violación  y  robo; 
pero  como  el  hecho,  por  el  cual  se  le  juzgó, 
no  se  encuentra  comprendido  en  la  excep¬ 
ción  aludida,  le  corresponde  la  rebaja  de  una 
cuarta  parte  del  total  de  la  pena  o  sean  cua¬ 
renta  y  cinco  meses,  que  sumados  a  los  an¬ 
teriores,  hacen  un  total  de  ciento  cincuenta  y 
dos,  quedándole  un  saldo  por  cumplir,  los 
cuales  con  su  buena  conducta  observada,  ha 
cumplido  con  exceso  de  diez  y  siete  meses ; 
que  con  los  fundamentos  relacionados  se  le 
hiciera  el  cómputo  y  se  ordenara  su  inme¬ 
diata  libertad  apoyado  en  la  ejecución  de  la 
sentencia.  Decretos  de  Indulto  citados  y  el 
certificado  de  buena  conducta  que  acompa¬ 
ñó  ;  que  el  Presidente  de  la  Suprema  Corte 
denegó  su  solicitud  basado  en  que  el  Decreto 
de  Indulto  Número  963,  excluye  a  los  reos  de 
asesinato  y  por  tener  el  de  parricidio  igual 
pena,  ambos  delitos  son  iguales,  sin  darse 
cuenta  de  la  simple  lectura  del  expediente 


que  se  ha  formado  que  dichos  delitos  son 
completamente  diferentes ;  que  como  no  pue¬ 
de  quedar  satisfecho  con  tal  resolución,  ya 
que  se  pretende  que  cumpla  un  tiempo  que 
tiene  padecido  con  exceso,  ocurre,  apoyado 
en  lo  que  dice  la  Ley  de  Amparo  en  su  ar¬ 
ticulo  1",  a  solicitar  del  Tribunal  Extraor¬ 
dinario  de  Amparo,  pide  a  la  Corte  Suprema 
de  Justicia  los  antecedentes  respectivos  y 
resuelva  que  el  Decreto  de  Indulto  Número 
963  le  es  aplicable,  haciendo  por  consiguien¬ 
te  la  rebaja  a  que  el  mismo  se  refiere  y 
ordenar  su  inmediata  libertad,  por  proceder 
asi  en  derecho,  y  ser  de  estricta  justicia,  ya 
que  como  ha  dicho  tiene  un  exceso  de  diez 
y  siete  meses  cumplidos  de  la  pena  que  le 
fué  impuesta. — Resulta:  que  el  Presidente 
de  la  Sala  1“  de  Apelaciones,  por  afirmar  que 
estaba  impedido  de  conocer,  pasó  estas  dili¬ 
gencias  al  Presidente  de  la  Sala  2'>  de  Apela¬ 
ciones,  Tribunal  que  practicó  el  sorteo  pre¬ 
venido  en  el  artículo  2"  del  Decreto  legisla¬ 
tivo  Número  1539.  habiendo  sido  designados 
por  la  suerte  los  Magistrados  J.  Daniel  Ra¬ 
mírez,  Alberto  Argueta  S.,  José  Lara,  Federi¬ 
co  Ojeda  Salazar,  José  María  Cumes,  Er¬ 
nesto  Viteri  B.,  pero  habiéndose  compren¬ 
dido  indebidamente  al  Magistrado  Daniel 
Ramírez,  quien  es  Presidente  de  la  Sala  3’ 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  se  practicó  nue¬ 
vo  sorteo  y  salió  designado  el  Magistrado 
Fidencio  Duque. — Resulta:  que  integrado  el 
Tribunal  con  los  funcionarios  enumerados 
anteriormente  y  admitido  el  recurso  de  Am¬ 
paro,  se  pidieron  los  antecedentes  al  señor 
Presidente  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia, 
o  en  su  defecto,  informe  circunstanciado 
que  debería  evacuar  dentro  del  perentorio 
término  de  veinticuatro  horas.  —  Resulta: 
que  enviados  Jos  antecedentes,  se  dió  vista 
al  recurrente  y  al  Ministerio  Público,  quien 
evacuó  su  audiencia  en  los  términos  que  cre¬ 
yó  pertinentes,  siendo  en  consecuencia  el 
caso  de  resolver  lo  que  conforme  a  la  ley, 
procede. — Considerando;  que  el  reo  José 
Vicente  Aparicio  Peña  ha  solicitado  el  recur¬ 
so  de  Amparo  contra  ¡a  resolución  de  la  Pre¬ 
sidencia  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia, 
fecha  quince  de  mayo  del  año  en  curso  en  la 
que  le  deniega  la  aplicación  en  su  favor  del 
Decreto  de  Indulto  Número  963,  porque 
equipara  los  delitos  de  parricidio  y  asesina¬ 
to ;  pero  en  el  caso  sub  júdice,  al  tenor  de  lo 
dispuesto  en  los  artículos  5'>  y  6”  del  Decreto 
legislativo  Número  1366,  que  reformó  el  Có¬ 
digo  Penal,  ambos  delitos  no  son  iguales, 
ya  que  el  asesinato  lo  determina  cualquiera 
de  las  circunstancias  siguientes:  alevosía, 
precio  o  promesa  remuneratoria,  inundación, 
incendio  o  veneno,  premeditación  conocida, 
ensañamiento,  aumentando  deliberada  a  in- 
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humanamente  el  dolor  del  ofendido,  a  menos 
que  en  el  parricidio  concurra  alguna  de  estas 
circunstancias  que  lo  califiquen  como  asesi¬ 
nato. — Considerando :  que  el  reo  Aparicio 
Peña,  en  virtud  de  sentencia  firme  ha  sido 
condenado  a  sufrir  la  pena  de  quice  años 
de  prisión  correccional  inconmutables,  por 
el  delito  de  parricidio  perpetrado  en  la  per¬ 
sona  de  su  cónyuge  Lucila  Barrios  de  Apa- 
cio ;  pero  habiendo  sido  cometido  este  hecho 
delictuoso  el  cinco  de  agosto  de  mil  nove¬ 
cientos  veinticuatro  le  comprende  el  Decreto 
de  Indulto  Número  926  de  quince  de  sep¬ 
tiembre  de  mil  novecientos  veintiséis,  que  le 
rebaja  una  tercera  parte  de  la  pena,  ya  que 
dicho  Decreto  no  hizo  excepción  a  ese  res¬ 
pecto  y  que  el  Decreto  de  Indulto  Número 
963,  de  veintiuno  de  diciembre  del  año  próxi¬ 
mo  pasado,  tampoco  hizo  excepción  respecto 
de  los  que  hayan  perpetrado  el  delito  de 
parricidio  y  excluye  únicamente  a  los  reos 
de  asesinato,  robo  y  violación  y  toda  vez  que 
consta,  en  los  antecedentes  enviados  por  la 
Corte  Suprema  de  Justicia,  que  el  reo  ha  ob¬ 
servado  buena  conducta  en  la  prisión  el  recu¬ 
rrente  tiene  derecho  a  que  se  le  aplique  en  su 
favor  la  gracia  que  le  otorga  el  último  Decre¬ 
to  citado  de  Indulto  conforme  lo  prescrito  en 
los  artículos  3'’  y  8'’,  y  a  la  rebaja  de  una 
cuarta  parte  (4*)  a  que  se  refiere  el  artículo 
48  del  Código  Penal. — Considerando :  que 
aunque  al  interponerse  el  recurso  de  Amparo 
se  pidió  la  declaración  de  que  al  reo  Aparicio 
Peña,  le  es  aplicable  el  Decreto  de  Indulto 
Número  963,  el  Decreto  Número  1539,  en  su 
inciso  2'>,  solamente  otorga  el  derecho  de  in¬ 
terponer  ese  recurso  para  que,  en  casos  con¬ 
cretos,  se  declare  que  una  ley,  un  reglamento 
o  una  disposición  de  la  auvoriadad,  no  es  a- 
plicable  y  por  consiguiente  debió  haberse 
solicitado  se  declarara  la  no  aplicación  del 
artículo  3"  del  Decreto  de  Indulto  citado,  no 
es  el  caso  de  limitar  ios  derechos  que  al  re¬ 
currente  otorga  la  Ley  de  Amparo,  porque 
el  fondo  de  la  solicitud  denota  claramente 
que  a  pesar  de  su  mala  formación  el  recur¬ 
so  es  admisible. — Artículos  1",  Decreto  Nú¬ 
mero  1539  y  3’  del  Decreto  Número  963. — 
POR  TANTO :  El'  Tribunal  Extraordinario 
de  Amparo,  con  presencia  de  las  leyes  invo¬ 
cadas  y  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  34, 
Ley  Constitutiva,  10  y  11  del  Decreto  legis¬ 
lativo  Número  1539,  declara;  que  aunque 
mal  formulado  procede  el  recurso  de  Ampa¬ 
ro  soKcitado  por  el  reo  José  Vicente  Aparicio 
y  haciendo  aplicación  de  los  Decretos  de  In¬ 
dulto  citados  y  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
48  del  Código  Penal,  le  rebaja  una  cuarta 
parte  de  la  condena  la  que  queda  extinguida 
con  la  prisión  sufrida  y  ordena  su  inmediata 
libertad. — Notifíquese  y  como  corresponde 


devuélvanse  los  antecedenes.  —  Daniel  Me- 
néndez  A.  —  José  Lara.  —  Fidencio  Duque, 
— Federico  O.  Solazar. — José  María  Carnes. 
— Alberto  Argueta  S. — E.  Viteri  B. — Juan 
Fernández  C." 

APRECIACIONES. — De  la  denuncia. — 
El  memorial  que  encabeza  las  diligencias 
de  este  antejuicio  fué  presentado  por  el 
señor  Licenciado  Viteri,  Magistrado  del  Tri¬ 
bunal  Extraordinario  de  Amparo  que  conoció 
del  caso  “Aparicio  Peña”  y  a  él  se  adhirieron 
otros  cuatro  miembros  del  citado  Tribunal. 
El  señor  Fiscal  Aguilar  Fuentes  expresa  en 
su  dictamen  que  como  nadie  puede  ser  acu¬ 
sador  de  sí  mismo  bastaría  el  hecho  de  que 
los  propios  componentes  del  Tribunal  hayan 
pedido  la  formación  de  antejuicio,  para  que 
su  solicitud  se  hubiere  rechazado.  La  Sub¬ 
comisión  no  comparte  a  este  respecto  el  pa¬ 
recer  del  señor  Fiscal,  pues  aunque  en  rea¬ 
lidad  dicho  escrito  es  una  autodenuncia 
cabe  en  primer  término  no  hacer  notar  la 
diferencia  que  debe  hacerse  entre  una  de¬ 
nuncia  y  una  acusación  y  subsiguientemente 
que  no  hay  ley  ninguna  que  prohíba  a  una 
persona  hacer  una  denuncia  centra  sí  misma 
caso  que  sin  ser  frecuente,  tampoco  es  raro, 
sin  que  pueda  alegarse  a  este  respecto  lo 
establecido  en  el  artículo  35  de  la  Constitu¬ 
ción,  ya  que  dicha  disposición  se  contrae  a 
no  hacer  obligatoria  la  denuncia  de  sí  mismo 
sin  que  por  ello  se  entienda  obstaculizado 
el  derecho  de  autodenunciarse.  El  escrito 
de  los  señores  Viteri  y  compañeros  es  una 
denuncia  y  con  ella  basta  según  el  artículo 
11  de  la  Ley  de  Responsabilidades,  para  la 
iniciación  del  antejuicio  con  lo  que  la  com¬ 
petencia  y  el  recto  procedimiento  de  la  Comi¬ 
sión  permanente  al  disponer  dar  trámite  a 
dicho  escrito  quedan  evidentemente  demos¬ 
trados.  Por  último  es  de  tener  presente,  que 
la  declaratoria  que  haga  la  Comisión  Perma- 
nente  no  produce  excepción  Ge  cosa  juzgada. 

De  las  excusas. — Conforme  al  artículo  2'-’ 
de  la  Ley  de  Amparo  el  señor  Aparicio  por 
tratarse  de  una  resolución  dictada  por  el 
Presidente  del  Poder  Judicial  interpuso  el 
recurso  ante  el  Tribunal  Extraordinario  que 
por  Ministerio  de  la  Ley  debe  integrar  en 
primer  término  el  Presidente  de  la  Sal'a  1* 
de  Apelaciones  que  lo  era  y  es  aún  el  señor 
Licenciado  don  Carlos  Castellanos  R.,  quien, 
considerándose  impedido  para  integrar  el 
Tribunal,  pasó  sin  más  trámite  el  memorial 
respectivo  al  Presidente  de  la  Sala  2'*.  La 
Subcomisión  considera  irregular  el  procedi¬ 
miento  del  señor  Magistrado  Castellanos, 
quien  debió,  a  nuestro  juicio,  en  todo  caso, 
haber  integrado  el  Tribunal  y  ante  él  hacer 
valer  sus  razones  de  impedimento  o  excusa. 
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Entre  los  funcionarios  que  la  suerte  designó 
para  constituir  el  Tribunal  Extraordinario  de 
Amparo,  está  el  señor  Licenciado  don  Daniel 
Ramírez,  quien  al  saber  su  designación  se 
presentó  al  Tribunal  y  de  palabra  la  objetó, 
siendo  substituido  mediante  nuevo  sorteo 
por  el  señor  Magistrado  Duque.  Indudable¬ 
mente  tampoco  puede  calificarse  como  bue¬ 
no  el  procedimiento  de  excusa  verbal  del 
señor  Licenciado  Ramírez  ni  el  del  Tribunal 
que  de  tan  fácil  como  irregular  manera  pro¬ 
cedió  a  substituirlo.  Medió  por  último  la 
excusa  del  Licenciado  Viteri  de  quien,  sin  in¬ 
dicársele  los  nombres  de  las  personas  inte¬ 
resadas,  se  pidió  y  obtuvo  opinión  en  ei  caso 
que  más  tarde  estuvo  sub  júdice  y  esta  excu¬ 
sa  no  fue  admitida  por  el  Tribunal,  quien  se 
fundó  para  el  rechazo  que  la  Ley  de  Amparo 
nada  dice  sobre  excusas.  La  Subcomisión 
ha  examinado  y  meditado  el  tema  sobre  “si 
son  admisibles  los  impedimentos  y  excusas 
en  el  recurso  de  Amparo"  y  tampoco  en  este 
punto  compartimos  la  opinión  del  señor  Fis¬ 
cal  que  asevera  que  sobre  esta  materia  deben 
regir  las  prescripciones  de  ¡os  Códigos  de 
Procedimientos.  Indudablemente  hay  en  la 
Ley  de  Amparo  un  lamentable  vacío  que  la 
Asamblea  Legislativa  habrá  de  llenar  cuanto 
antes,  adicionando  dicha  ley  con  todo  lo  rela¬ 
tivo  a  imipedimentos  y  excusas  y  recusacio¬ 
nes,  pues  en  verdad  puede  presentarse  antes 
o  al  tiempo  de  la  resolución  del  recurso,  cir¬ 
cunstancias  que  despojen  al  juzgador  de  la 
condición  precisa  de  imparcialidad,  una  de 
las  más  necesarias  al  buen  Juez;  pero  acep¬ 
tar  la  doctrina  del  señor  Fiscal  y  apíicar  en 
caso  de  amiparo,  las  reglas  que  para  im¡pe- 
dimentos,  etc.,  establecen  los  otros  Códigos, 
sería  dar  ocasión  a  que  los  efectos  benefi¬ 
ciosos  que  se  pretenden  del  recurso  de  am¬ 
paro  quedaren  totalmente  desvirtuados,  sin 
que  pudiera  observarse  la  brevedad  que  de¬ 
manda  la  naturaleza  de  esta  ley  y  creando 
especialmente  en  los  casos  en  que  la  resolu¬ 
ción  fuera  a  cargo  de  un  Tribunal  uniper¬ 
sonal,  difíciles  situaciones  jurídicas.  Se  tra¬ 
ta  de  leyes  dictadas  en  observancia  de  espe¬ 
ciales  preceptos  constitucionales  y  es  siste¬ 
ma  aceptado  y  conveniente  que  en  tales  leyes 
se  incluya  todo  lo  relativo  a  los  varios  aspec¬ 
tos  que  en  su  procedimiento  puedan  presen¬ 
tarse.  Tal  es  la  urgente  labor  de  la  legis¬ 
latura,  pero  mientras  tanto  y  pasando  por 
un  mal  menor,  consideramos  que  toda  alega¬ 
ción  de  impedimento  o  excusa  y  toda  gestión 
de  recusación  es  inadmisible  como  así  lo 
fueron  las  expresadas  por  los  Presidentes 
de  las  Salas  I’  y  2"  que  por  lo  expuesto  no 
hacemos  objeto  de  un  mayor  examen,  siendo 
de  notarse  que  de  las  del  señor  Magistrado 
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Castellanos  no  conoció  tribunal  ninguno,  sin 
que  pudiera  evitarse  una  inmotivada  demora 
por  dos  días,  de  las  actuaciones  en  la  Sala  1'*. 

De  la  forma  en  el  recurso  de  Amparo. — 
Como  una  de  ¡as  inculpaciones  que  contra  el 
Tribunal  Exatraordinario  de  Amparo  se  han 
hecho  ante  la  Comisión  se  cuenta  la  de  que 
ei  señor  Aparicio  en  la  interposición  del  re¬ 
curso  no  observó  las  formalidades  preesta¬ 
blecidas  y  que  por  lo  tanto  su  gestión  inicial 
debió  rechazarse.  La  Subcomisión  no  es  de 
la  misma  manera  de  pensar,  por  cuanto  que, 
en  realidad,  el  memorial  en  que  Aparicio  in¬ 
terpone  el  recurso,  reúne  esencialmente  los 
requisitos  que  previene  el  articulo  8''  de  la 
Ley  de  Amparo  y  claramente  se  determina  de 
su  lectura,  que  la  ley  contra  cuya  aplicación 
se  reclama,  no  es  otra  que  la  excepción 
contenida  en  el  Decreto  de  Indulto  Número 
963  sin  que  las  deficiencias  de  redacción 
puedan  considerarse  como  suficiente  motivo 
para  rechazar  un  recurso  establecido  para  la 
pronta  y  eficaz  garantía  de  los  derechos 
constitucionales. 

¿Es  materia  de  amparo  la  denegatoria  del 
Presidente  del  Poder  Judicial? — La  solicitud 
del  ex  reo  Aparicio  Peña  para  que  haciéndo¬ 
sele  aplicación  de  los  dos  Decretos  de  In¬ 
dultos  varias  veces  citados,  del  artículo  48 
del  Código  Penal  y  tomada  en  cuenta  la  pri¬ 
sión  sufrida,  se  declarara  extinguida  su  con¬ 
dena  y  se  le  pusiera  en  libertad,  fué  resuelta 
en  sentido  negativo.  Tal  resolución  fué 
dictada  por  la  Presidencia  del  Poder  Judicial 
en  suo  de  las  facultades  privativas  que  al 
respecto  le  concede  la  ley  (artículos  470,  Có¬ 
digo  Penal  y  17,  Ley  Orgánica  y  Reglamen¬ 
taria  del  Poder  Judicial)  y  no  hay  contra 
ella  recurso  alguno.  No  está  el  caso  com¬ 
prendido  en  las  prescripciones  que  establece 
el  articulo  27  de  la  Ley  de  Amparo  para  te¬ 
ner  como  improcedente  el  recurso  y  si  lo 
está  en  el  artículo  1'’,  fracción  1"  de  la  misma 
Ley  que  determina  cuando  procede  y  por 
tales  razones  no  cabe  discutirse  que  sí  es  la 
referida  resolución  materia  de  recurso  de 
Amparo  y  en  consecuencia  la  Subcomisión 
comparte  a  este  respecto  el  criterio  del  Tri¬ 
bunal  Extraordinario  que  asi  lo  estimó,  al 
dar  trámite  a  la  solicitud  de  Aparicio  Peña. 

¿Puede  equipararse  el  parricidio  al  asesi¬ 
nato? — Esta  ha  sido  una  de  las  cuestiones 
fundamentales  en  el  asunto  que  se  estudia, 
ya  que  la  Presidencia  del  Poder  Judicial,  al 
denegar  la  petición  inicial  de  Aparicio  Peña, 
se  pronuncia  por  tal  equiparación,  mientras 
que  el  Tribunal  Extraordinario  la  ha  decla¬ 
rado  legalmente  imposible.  Si  se  tratara  de 
una  opinión  bajo  el  punto  de  vista  de  lo 
moral,  no  vacilaríamos  en  calificar  el  delito 
de  parricidio  tan  grave  como  el  de  asesinato 
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y  ese  fué  sin  duda  el  criterio  del  legislador 
que  les  señaló  la  misma  pena,  pero  no  sucede 
lo  misma  si  se  examina  el  caso  bajo  su  as¬ 
pecto  meramente  legal  al  cual  precisamente 
se  remitió  con  buen  criterio  el  Tribunal  Ex¬ 
traordinario  de  Amparo.  Equiparar  es  con¬ 
siderar  dos  cosas  iguales  y  nuestra  ley  no 
admite  tal  equiparación  del  delito  de  parrici¬ 
dio  al  de  asesinato  ya  que  establece  clara¬ 
mente  en  que  circunstancias  debe  un  homici¬ 
dio  calificarse  como  parricidio  y  en  cuales 
otras  constituye  un  asesinato  y  en  conse¬ 
cuencia  sin  que  concurran  a  la  comisión  del 
delito  alguna  de  las  circunstancias  que  taxa¬ 
tivamente  enumera  el  articulo  6’  del  Decreto 
legislativo  Número  1366,  no  hay  asesinato. 
Evidentemente  pudo  incluirse  entre  los  de¬ 
litos  que  el  Decreto  gubernativo  Número 
963  exceptúa  de  la  gracia  de  indulto  el  de 
parricidio,  pero  no  habiendo  sido  así  los  Tri¬ 
bunales  no  deben  hacer  entre  tal  delito  y  el 
de  asesinato  una  equiparación  improcedente. 
De  la  Ley  Reglamentaria  de  Indultos  y  los 
Decretos  926  y  963. — Como  muy  bien  saben 
los  señores  miembros  de  la  Comisión,  el  ar¬ 
tículo  78  de  la  Constitución  antes  de  su  re¬ 
ciente  reforma,  otorgaba  entre  otras,  al  Pre¬ 
sidente  de  la  República,  facultades  para 
conceder  indultos  por  delitos  comunes,  cuan¬ 
do  lo  exigía  la  conveniente  pública  o  hubiere 
el  peticionario  prestado  relevantes  servicios 
a  la  Nación  y  determinaba  que  una  ley  re¬ 
glamentaría  el  ejercicio  de  tal  facultad.  Di¬ 
cha  ley  está  contenida  en  el  Decreto  legisla¬ 
tivo  Número  159.  Actualmente  no  tiene  el 
Ejecutivo  la  antes  dicha  facultad,  pero  los 
Decretos  de  Indulto  Números  926  y  963  dic¬ 
tados  por  los  Presidentes  Oreilana  y  Chacón 
respectivamente,  son  anteriores  a  la  vigencia 
de  la  reforma  constitucional.  Estos  Decre¬ 
tos  fueron  dados  por  el  Ejecutivo,  en  uso  de 
la  facultades  delegadas  que  al  Presidente  de 
la  República  concedió  la  Asamblea  Legisla¬ 
tiva  por  Decretos  Números  1440  y  1500  y 
más  tarde  sometidos  al  conocimiento  de  di¬ 
cho  Alto  Cuerpo  y  aprobados  por  Decretos 
Números  1474  y  1521.  Ambos  son  Indultos 
Generales  decretados  coiíio  se  dijo  con  fa¬ 
cultades  legislativas  y  en  consecuencia  no 
están  sujetos  a  las  reglas  que  para  los  indul¬ 
tos  parciales  gubernativos  establece  el  De¬ 
creto  Número  159.  Cabe  aquí  señalar  una 
incongruencia  entre  nuestro  Código  Penal 
y  los  Decretos  de  Indulto  General  dictados 
en  repedidas  ocasiones  por  la  Asamblea  Le¬ 
gislativa.  En  efecto,  el  artículo  107  del  men¬ 
cionado  cuerpo  de  leyes  establece  que  el  in¬ 
dulto  no  puede  concederse  sino  de  pena  im¬ 
puesta  en  sentencia  firme.  Idulto  es  la 
remisión  del  todo  o  parte  de  una  pena  y 
“p^na”  es  el  castigo  impuesto  al  que  ha  co¬ 


metido  un  delito  o  falta  y  por  lo  tanto  es 
jurídicamente  absurdo  el  indulto  general  y 
previo  a  las  condenas,  lo  que  indudablemente 
habrá  de  tomar  en  cuenta  la  Asamblea  en 
el  caso  de  futuros  indultos  para  hacer  las 
convenientes  aclaraciones  y  no  dejar  duda 
acerca  del  criterio  sano  que  debe  presidir 
en  sus  resoluciones.  Por  nuestra  parte  de¬ 
jamos  señalada  esta  deficiencia. 

Pudo  el  Tribunal  de  Amparo  aplicar  el 
articulo  48  del  Código  Penal. — Según  el  ar¬ 
tículo  29  de  la  Ley  de  Amparo  el  efecto  de 
lo  resuelto  es  que  se  restituyan  las  cosas  al 
estado  que  tenían  antes  de  ejecutarse  el  acto 
contra  el  cual  se  reclama  y  estos  términos 
determinan  y  precisan  desde  luego  y  con  ab¬ 
soluta  claridad  la  jurisdicción  del  Tribunal 
de  Amparo  y  los  límites  de  la  misma.  A  la 
solicitud  de  Aparicio,  reo  de  parricidio,  re¬ 
solvió  la  Presidencia  del  Poder  Judicial,  de¬ 
clarando  que:  la  ley  equipara  los  delitos  de 
parricidio  y  asesinato;  que  el  Decreto  963 
no  debe  aplicarse  en  los  casos  de  asesinato 
y  que  en  tal  virtud  y  no  habiendo  cumplido 
el  reo  las  tres  cuartas  partes  de  la  condena 
tampoco  le  es  aplicable  como  conseceuncia 
el  artículo  48  del  Código  Penal  y  le  deniega 
la  petición.  Del  tenor  de  esta  resolución  se 
desprende  que  la  Presidencia  del  Poder  Ju¬ 
dicial  consideraba  que  era  aplicable  al  reo 
Aparicio,  el  Decreto  de  Indulto  926,  pero  no 
el  963  y  que  como  lógica  consecuencia  tam¬ 
poco  cabía  hacer  en  favor  de  dicho  reo  uso 
de  la  gracia  del  artículo  48  citado.  Aparicio 
se  consideraba  en  una  situación  jurídica  que 
hacía  aplicable  en  su  favor  la  gracia  del 
Decreto  de  Indulto  Número  963,  mientras 
que  la  Presidencia  del  Poder  Judicial  le 
aplicó  precisamente  la  excepción  contenida 
en  dicho  Decreto,  haciendo  así  cambiar  su 
situación  jurídica  y  en  consecuencia  la  ac¬ 
ción  del  Tribunal  de  Amparo,  debió  limitarse 
a  declarar  si  tal  excepción  le  era  o  no  apli¬ 
cable  tanto  más  cuanto  que  asi  lo  pedía  el 
reo  Aparicio  en  el  memorial  que  sirvió  de 
base  a  las  diligencias  de  Amparo,  La  Sub¬ 
comisión  opina  que  al  conocer  el  Tribunal 
Extraordinario  no  solo  de  lo  que  claramente 
estaba  sub  júdice  sino  extendiéndose  a  con¬ 
siderar  lo  relativo  a  la  conducta  observada 
por  el  reo  en  la  prisión  y  a  la  aplicación 
en  su  favor  del  artículo  48  del  Código  Penal 
se  extralimitó,  levantando  en  la  práctica  con 
su  festinado  proceder  la  protesta  general. 
Debemos  cosignar  en  este  punto,  de  manera 
categórica,  que  jamás  hemos  ni  siquiera 
supuesto,  que  los  Magistrados  del  Tribunal 
de  Amparo,  hayan  procedido  en  esta  forma 
por  interés,  malicia  o  ignorancia;  lejos  de 
eso,  procedieron  según  su  criterio  que  nos¬ 
otros  no  compartimos  en  su  totalidad,  pero 
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aunque  lamentable,  debe  respetarse.  Fácil 
y  sobre  todo  legal,  hubiera  sido  para  el  Tri¬ 
bunal,  manteniéndose  dentro  de  sus  propias 
atribuciones,  declarar  inaplicable  la  excep¬ 
ción  contenida  en  el  Decreto  Número  963,  al 
reo  Aparicio  para  que  éste  hubiera  gestiona¬ 
do  nuevamente  ante  la  Presidencia  del  Po¬ 
der  Judicial  su  libertad  a  fin  de  que  dicho 
superior  Despacho  tomando  en  cuenta  la 
conducta  del  preso  resolviera  lo  conveniente, 
pues,  en  caso  de  que  por  tal  resolución  Apa¬ 
ricio  se  hubiera  creido  ilegalmente  privado 
de  su  libertad,  tenia  expedito  el  derecho  de 
exhibición  personal.  El  Tribunal  no  hizo 
esto  sino  que  extendió  indebidamente  su  ju¬ 
risdicción  y  el  resultado  ha  sido  uno  violenta 
y  pública  reprobación.  A  primera  vista 
parece  que  esta  extralimitación  constituyera 
el  delito  de  usurpación  de  atribuciones  pero 
en  realidad  no  es  asi  porque  nuestro  Código 
Penal  que  trata  esta  materia  en  el  Párrafo 
V,  Titulo  6'-',  Licro  2",  no  establece  tal  usur¬ 
pación  si  no  es  cometida  por  el  funcionario 
de  un  poder  con  respecto  a  las  atribuciones 
de  otro  de  los  poderes  públicos  o  del  que 
requerido  de  inhibición  continuare  proce¬ 
diendo  ante  de  que  se  decida  la  contiendo 
jurisdiccional.  No  hay  tampoco  “prolonga¬ 
ción  ni  usurpación  de  funciones”  que  se  re¬ 
fieren  a  casos  muy  distintos ;  no  puede  cali¬ 
ficarse  como  “prevaricato"  ni  estimarse  com¬ 
prendido  el  caso  en  ninguno  de  los  otros 
delitos  que  pueden  cometer  los  empleados  y 
funcionarios  públicos  en  el  ejercicio  de  sus 
cargos  y  aquí  nos  encontramos  con  otro  vacío 
de  las  leyes  penales  que  la  Legislativa  debe 
subsanar,  pero  ínter  tanto  y  con  arreglo  a  la 
doctrina  del  artículo  1''  del  Código  Penal  que 
no  estima  punibles  las  acciones  u  omisiones 
que  no  estén  calificadas  como  delitos  o  fa.tas 
y  penadas  por  ley  anterior  a  su  perpetración, 
debemos  admitir  que  la  extralimitación  de 
los  Magistrados  del  Tribunal  Extraordinario 
de  Amparo,  fuera  de  que  no  fué  por  interés, 
malicia  o  ignorancia  inexcusable  sino  mera 
cuestión  de  criterio,  no  constituye  delito  y 
en  consecuencia  no  han  incurrido  en  respon¬ 
sabilidad  penal  lo  que  haría  absolutamente 
inútil  e  improcedente  su  juzgamiento.  Por 
las  razones  expuestas  proponemos  que  la 
Comisión  en  uso  de  las  facultades  que  le 
confiere  el  inciso  1'-’  del  artículo  63  de  la 
Constitución,  emita  la  resolución  siguiente  : 

Resolución. 

"Se  declara  que  no  ha  lugar  a  formación 
de  causa  contra  los  Magistrados  Propietarios 
Daniel  Menéndez  A.  y  Alberto  Argueta  S.  y 
Suplentes  Ernesto  Viteri,  José  Lara  y  Fede¬ 
rico  Ojeda  Salazar”. — Sala  de  Comisiones: 


Guatemala,  30  de  agosto  de  1928.  —  Li- 
sandro  de  León  M.  —  B.  Alvarado  T.  — 
Federico  Carbonell  R.  —  Comisión  Per¬ 
manente  de  la  Asamblea  Legislativa :  Gua¬ 
temala,  cuatro  de  septiembre  de  mil  no¬ 
vecientos  veintiocho. — Aprobado  por  la  Co¬ 
misión  Permanente,  en  sesión  celebrada  hoy, 
el  dictamen  que  precede,  declárase  que  no 
ha  lugar  a  formación  de  causa  contra  los 
Magistrados  que  integraron  ei  Tribunal  Ex¬ 
traordinario  que  resolvió  el  recurso  de  Am¬ 
paro  interpuesto  por  el  reo  José  Vicente 
Aparicio  Peña,  Licenciados  Daniel  Menén- 
nez  A.,  Alberto  Argueta  S.,  Ernesto  Viteri  B., 
José  Lara  y  Federico  Ojeda  Salazar. — Noti- 
fíquese  y  devuélvanse  los  antecedentes  pedi¬ 
dos  a  los  Tribunales  que  corresponden. — 
Rivera  P. — F.  Carbonell  R. 


Honorable  Comisión  Permanente  : 

Sometida  a  la  consideración  de  este  Cuer¬ 
po  la  resolución  o  declaratoria  de  haber  o  no 
lugar  a  formación  de  causa  contra  los  Ma¬ 
gistrados  que  formaron  el  Tribunal  Extra¬ 
ordinario  de  Amparo  en  el  recurso  interpues¬ 
to  por  el  reo  de  parricidio  José  Vicente 
Aparicio  Peña,  contra  el  Presidente  del  Po¬ 
der  Judicial,  a  solicitud  de  los  mismos  Ma¬ 
gistrados  que  lo  formaron  en  virtud  de  haber 
sido  acremente  censurado  el  fallo  tanto  por 
la  prensa,  como  por  el  público  en  general, 
hubo  de  nombrarse  una  Subcomisión  in¬ 
vestigadora  de  los  hechos  para  que  emitiera 
dictamen. 

Fui  el  único  que  voté  en  contra  del  dicta¬ 
men  de  la  Subcomisión  por  no  estar  de  a- 
cuerdo  con  la  parte  resolutiva  de  él,  que  es¬ 
tablece  que  no  ha  lugar  a  formación  de  causa 
contra  aquellos  Magistrados  y  por  diferir  en 
algunos  puntos  de  ja  parte  expositiva  del 
mismo;  y  porque  lo  consideré  incongruente, 
es  decir,  en  mi  concepto,  no  concuerda  la 
parte  expositiva  con  la  resolutiva. 

Aunque  la  ley  no  me  impone  la  obligación 
de  razonar  mi  voto,  siento  yo  el  deber  de 
hacerlo  por  haber  sido  el  único  que  voté  en 
contra,  como  ya  lo  dije,  si  bien  hubo  otros 
señores  Diputados  que  en  las  discusiones 
previas  al  fallo,  sustentaron  opinión  con¬ 
traria. 

En  ese  concepto,  paso  a  cumplir  el  deber 
que  me  he  impuesto,  en  los  términos  si¬ 
guientes  : 

Inexistencia  juridica  del  Tribunal. 

Dice  el  artículo  2"  de  la  Ley  de  la  Materia 
que  el  Tribunal  Extraordinario  de  Amparo 
será  integrado  por  el  Presidente  de  la  Sala 
1"  de  la  Corte  de  Apelaciones  y  en  su  defecto, 
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por  el  de  las  otras  dos,  en  orden  numérico 
y  seis  Vocales  de  las  propias  Salas,  que  se¬ 
rá  designados  por  la  suerte,  entre  los  pro¬ 
pietarios  y  suplentes  de  las  mismas,  etc. 

En  el  presente  caso,  el  peticionario  recu¬ 
rrió,  como  lo  establece  la  ley,  al  Presidente 
de  la  Sala  D  y  este  Funcionario,  con  desco¬ 
nocimiento  de  la  misma  y  sin  conciencia  de 
sus  deberes,  pasó  el  escrito  al  Presidente  de 
la  Sala,  2'-',  dándose  por  inhibido  por  sí  y 
ante  sí,  sin  más  trámite  ni  resolución,  que 
su  propia  voluntad.  Al  dar  este  giro  tan 
sai  generis  el  Magistrado  Castellanos  al  re¬ 
curso  que  ante  él  se  interpusiera,  ha  violado 
el  artículo  más  trillado  del  Código  de  Pro¬ 
cedimientos  Civiles,  el  16  en  su  inciso  1''  que 
impone  la  obligación  de  administrar  justicia 
a  los  Funcionarios  Públicos  del  Poder  Judi¬ 
cial  y  ha  violado,  también  flagrantemente  el 
ya  citado  artículo  2'>  de  la  Ley  de  Amparo 
que  dispone  de  manera  expresa,  como  se  in¬ 
tegra  el  Tribunal  Extraordinario  de  Amparo. 
Su  obligación  era  formar  el  Tribunal,  ha¬ 
ciendo  sorteo  en  pleno  la  Sala  a  que  perte¬ 
nece,  entre  los  Magistrados  Propietarios  y 
Suplentes  de  ¡as  Salas  de  la  capital,  como 
lo  manda  el  artículo  citado  y  luego  exponer 
su  impedimento  o  su  excusa  ante  el  mismo 
Tribunal  ya  organizado,  para  no  conocer  del 
asunto  de  que  se  trata  a  efecto  de  que  éste 
resolviera  lo  conveniente,  pero  de  ninguna 
manera  dejar  de  formar  el  Tribunal,  pues  su 
organización  no  implicaba  entrar  a  conocer 
del  negocio  propuesto. 

El  Presidente  de  la  Sala  2’,  con  igual  des¬ 
conocimiento  de  la  ley  o  mayor  que  el  de 
la  Sala  1*,  en  vez  de  devolver  el  escrito  a 
éste,  para  que  cumpliera  con  su  deber  y 
con  lo  que  la  ley  le  mandaba.  Hizo  inde¬ 
bidamente  la  integración  del  Tribunal,  lo 
que  implica  extralimitación  de  funciones 
tanto  por  la  que  atañe  a  la  formación  del 
mismo  cuanto  al  conocimiento  del  negocio 
sometido  a  su  resolución. 

La  organización  de  este  Tribunal  en  la 
forma  verificada,  o  sea  sin  competencia  de 
parte  de  la  Sala  2'>,  lo  vicia  por  su  base,  lo 
hace  inexistente  jurídicamente.  La  Ley  de 
Amparo  es  clara,  terminante  y  concluyente : 
solo  a  falta  del  Presidente  de  la  Sala  H  en¬ 
trará  a  integrar  el  Tribunal  Extraordinario, 
el  de  la  Sala  2^  o  el  de  la  3'  en  su  caso  y 
por  su  orden  para  presidir  aquél.  En  el  pre¬ 
sente  caso  no  ha  sucedido  así,  el  Presidente 
de  la  Sala  1*  Licenciado  Castellanos,  estaba 
presente  y  era  a  la  Sala  en  pleno  a  quien 
le  tocaba  hacer  los  sorteos  para  la  organiza¬ 
ción  del  Tribunal  Extraordinario;  y  la  Salá 
H  fué  excluida  en  su  totalidad  por  el  proce¬ 
dimiento  ilegal  y  atentatorio  si  se  quiere,  de 
su  Presidente,  Castellano*. 


Si  la  ley  establece,  como  en  el  presente 
caso,  la  forma  en  que  debe  constituirse  un 
Tribunal,  esa  es  la  única  que  puede  darle 
existencia  jurídica.  Así  pues,  violadas  iás 
leyes  citadas,  el  Tribunal  está  viciado  por 
su  base,  su  existencia  jurídica  es  imposible. 

En  consecuencia,  no  estando  organizado 
conforme  a  la  ley  el  llamado  en  este  caso 
Tribunal  Extraordinario  de  Amparo,  no  tuvo 
ni  podía  tener  vida  jurídica  y  por  consiguien¬ 
te  sus  actos  implican  responsabilidad  para 
sus  miembros ;  responsabilidad  que  la  Ley 
Penal  castiga  de  usurpación  de  funciones. 

Si  lo  exipuesto  no  fuere  bastante  para  de¬ 
mostrar  la  inexistencia  jurídica  del  Tribunal 
y  aun  suponiendo  por  un  momento  que  es¬ 
tuviera  organizado  por  una  Sala  a  quien  co¬ 
rrespondiera  hacerlo,  encierra  vicios  en  el 
caso  presente,  de  fondo  que  le  haría  inexis¬ 
tente  también.  En  efecto,  en  el  sorteo  ve¬ 
rificado  por  la  Sala  2*  apareció  el  nombre 
del  Magistrado  de  la  Sala  S’  Licenciado  Da¬ 
niel  Ramírez  para  formar  parte  del  Tribunal 
y  sin  más  trámite,  que  conste  al  menos  en  los 
autos,  de  manera  verbal  quizá,  fué  excluido 
sin  siquiera  aparecer  expuesta,  excusa  o  im¬ 
pedimento.  ¿Por  qué  fué  excluido  el  Ma¬ 
gistrado  Ramírez  ?  ¿  Que  procedimiento  se 

usó?  ¿Ante  quién  o  quienes  propuso  su  ex¬ 
cusa  o  impedimento?  Nada  de  esto  consta 
en  los  autos  y  la  ausencia  de  un  miembro 
que  ha  de  formar  parte  de  un  Tribunal,  sin 
causa  justificada,  implica  vicio  substancial 
y  falta  de  vida  jurídica  consecuencialmente 
del  mismo  Tribunal;  y  si  es  que  se  tuvo 
como  causa  que  justifique  la  exclusión  del 
Licenciado  Ramírez,  la  de  ser  Presidente  de 
la  Sala  3*,  quiere  decir  que  sí  se  le  incluyó 
en  el  sorteo,  éste  adolece  por  esa  razón 
de  nulidad  absoluta,  pues  en  él  no  deben 
entrar  sino  aquéllos  que  legalmente  puedan 
resultar  electos. 

El  Magistrado  Ernesto  Viterí  B.,  propuso 
su  impedimento  para  no  formar  parte  del 
Tribunal  en  virtud  de  haber  emitido  opinión 
en  el  asunto  de  que  iba  a  tratarse  y  aquél 
en  vez  de  declararlo  impedido  y  excluido  por 
consiguiente  del  mismo,  hizo  todo  lo  contra¬ 
rio,  sentando  un  precedente  fatal  y  peligroso 
que  a  seguirlo,  traería  consecuencias  gravísi¬ 
mas.  Declaró  nada  menos  que  en  los  Tribu- 
nales  de  Amparo  no  hay  impedimentos  ni  ex¬ 
cusas  de  sus  miembros.  Así  pues,  llegaríamos 
a  la  conclusión  de  que  el  Abogado  defensor 
puede  ser  Juez  de  su  cliente,  porque  supo¬ 
niendo  por  un  momento  que  el  Magistrado 
Viteri  en  vez  de  haber  externado  opinión 
hubiera  auxiliado  al  reo,  con  la  tesis  sentada 
por  el  Tribunal  y  de  la  que  participa  tam¬ 
bién  esta  Honorable  Comisión,  habría  de  ha¬ 
ber  conocido  de  igual  manera  que  lo  hizo.  T 
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por  último,  llegaríamos  a  los  extremos  de 
que  el  padre  pudiera  juzgar  al  hijo  y  vice¬ 
versa;  el  Abogado  a  su  cliente;  el  enemigo 
capital  a  su  enemigo,  etc. 

Yo  no  puedo  estar  de  acuerdo  con  este 
criterio,  con  perdón  sea  dicho  de  mis  hono¬ 
rables  colegas  y  de  todos  los  miembros  del 
Tribunal  Extraordinario  de  Amparo  porque 
está  en  pugna  con  nuestras  leyes  positivas, 
contra  todo  principio  juridico ;  y  vuelvo  a 
pedir  perdón,  contra  el  sentido  común. 

Cuando  la  ley  especial  calla,  se  recurre 
a  las  leyes  generales.  En  el  caso  de  autos, 
es  verdad  que  la  Ley  de  Amparo  no  habla  de 
excusas  ni  de  impedimentos,  pero  entonces 
debemos  recurrir  a  los  Códigos  de  Procedi- 
miestos  y  a  la  Ley  Orgánica  de  los  Tribuna¬ 
les  de  Justicia,  ahi  está  las  normas  a  que 
deben  sujetarse  los  Tribunales  de  Amparo. 
Especialmente  el  artículo  16  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles  establece  en  su  in¬ 
ciso  8'’,  que  los  Jueces  que  tengan  impedi¬ 
mento  para  conocer  en  un  asunto,  deben 
abstenerse  de  intervenir  en  él;  de  manera 
que  el  Magistrado  Viteri  no  debió  haber  fa¬ 
llado  en  este  juicio  por  tener  impedimento 
legal.  El  Tribunal  Extraordinario  de  Am¬ 
paro  violó  con  su  resolución  la  ley  citada :  y 
el  mismo  Magistrado  Viteri  aun  con  esta 
resolución,  basada  en  la  misma  ley,  no  debió 
haber  votado  en  el  negocio  o  asunto  sub 
júdice. 

Resulta  de  lo  expuesto  que  el  Tribunal  Ex¬ 
traordinario  de  Amparo  nunca  pudo  tener 
vida  juridica  por  adolecer  de  vicios  funda¬ 
mentales  que  son:  viciada  organización  por 
una  Sala  que  no  tenía  competencia;  presen¬ 
cia  de  un  Magistrado  que  no  podia  figurar 
en  él  por  tener  impedimento  legal,  el  Licen¬ 
ciado  Viteri;  y  exclusión  o  ausencia  sin 
motivo  de  un  Magistrado  que  debió  formar 
parte  del  Tribunal,  el  Magistrado  Daniel 
Ramírez. 

Inexistencia  juridica  del  fallo — Fallo  ilegal. 

— La  materia  sometida  al  conocimiento  del 

Tribunal,  no  es  objeto  del  recurso  de 

Amparo. 

Todo  fallo  dictado  por  un  Tribunal  que 
carece  de  vida  juridica,  o  de  jurisdicción,  no 
es  fallo  ante  la  ley.  En  este  caso  he  de¬ 
mostrado  hasta  la  saciedad  que  el  llamado 
Tribunal  Extraordinario  de  Amparo  no  tuvo 
ni  podia  tener  vida  juridica,  la  consecuencia 
lógica  es  que  sus  resoluciones  tampoco  la 
tienen.  Así  pues,  quien  hubiera  desobede¬ 
cido  el  cumplimiento  de  la  sentencia  dictada 
por  este  mal  llamado  Tribunal,  no  solo  no 
habría  incurrido  en  responsabilidad  sino  que 
habría  cumplido  con  su  deber. 


Pero  quiero  suponer  por  un  momento,  sin 
concederlo  desde  luego,  la  existencia  juri¬ 
dica  del  Tribunal  y  voy  a  demostrar  que  aun 
en  ese  caso  su  fallo  es  ilegal  e  inexistente. 

Dice  el  articulo  1''  de  la  Ley  de  Amparo  : 
Toda  persona  tiene  derecho;  1'' — Para  inter¬ 
poner  el  recurso  de  Amparo: 

a)  A  efecto  de  que  se  le  mantenga  o  resti¬ 
tuya  en  el  goce  de  los  derechos  y  garantías 
que  la  Constitución  establece ; 

b)  A  efecto  de  que,  en  casos  concretos 
se  declare  que  una  ley,  un  reglamento  o  una 
disposición  de  la  autoriadad  no  le  es  apli¬ 
cable. 

En  el  caso  de  que  me  ocupo,  el  recurrente 
pidió  de  manera  clara  y  terminante  que  el 
Tribunal  de  Amparo  deciare  que  le  son  apli¬ 
cables  dos  Decretos  de  Indultos  que  citó  y 
que  se  le  hagan  las  rebajas  que  ehos  estable¬ 
cen,  de  la  pena  que  le  impusieron  los  Tri¬ 
bunales,  en  virtud  de  habérselo  denegado 
el  Presidente  del  Poder  Judicial. 

La  aplicación  de  las  leyes  en  general,  co¬ 
rresponde  a  los  Tribunales  ordinarios  de 
Justicia  y  la  aplicación  de  estos  Decretos 
que  son  leyes  también,  no  está  excluida  de 
esa  regla,  ni  tampoco  está  incluida  entre  las 
facultades  del  Tribunal  de  Amparo. 

Ei  recurso  de  Amparo  está  establecido 
única  y  exclusivamente  para  conocer  de  las 
violaciones  de  las  garantías  Constitucionales 
y  de  la  no  aplicación  de  una  ley.  Decreto  o 
reglamento,  en  casos  concretos. 

En  este  caso  concreto  es  de  la  competencia 
exclusiva  del  Presidente  del  Poder  Judicial, 
la  aplicación  de  aquellos  Decretos  de  Indulto 
y  de  ninguna  manera  del  resorte  de  un  Tri¬ 
bunal  de  Amparo;  no  es  de  su  jurisdicción 
y  todo  lo  que  se  haga  en  ese  sentido  por 
estos  Tribunaies,  estará  fuera  de  la  ley. 

Al  conocer  y  resolver  acerca  de  la  aplica¬ 
ción  de  los  Decretos  de  Indulto  el  Tribunal 
Extraordinario  de  Amparo  ha  violado  el  ar¬ 
tículo  85  de  la  Constitución  que  de  manera 
terminante  establece  a  quien  corresponde 
la  potestad  de  aplicar  las  leyes ;  y  ha  violado 
también  los  mismos  Decretos  de  Indulto  que 
establecen  qué  Tribunal  deben  aplicarlos. 

¿Que  tenía  entonces  que  hacer  el  Tribunal 
de  Amparo  en  este  caso?  Sensillamente,  de¬ 
clarar  que  no  era  procedente  el  recurso;  que 
no  era  materia  de  amparo.  Pero  lejos  de  eso 
se  arrogó  la  facultad  que  solo  corresponde 
en  el  caso  concreto  que  nos  ocupa,  al  Pre¬ 
sidente  del  Poder  Judicial  y  le  aplicó  al 
recurrente  los  Decretos  de  Indulto,  hacién¬ 
dole  las  rebajas  que  consideró  pertinentes. 

Hay  más,  el  reo  no  puso  sub  júdice  la 
aplicación  del  articulo  48  del  Código  Penal, 
que  establece  la  rebaja  de  la  cuarta  parte 
de  la  pena  a  que  fueren  condenados  los 
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reos  cuando  hubieren  observado  buena  con¬ 
ducta  y  hubieren  extinguido  ias  tres  cuartas 
partes  de  la  condena.  Sin  embargo  de  no 
ser  punto  sub  júdice  y  de  que  no  podía  serlo 
tampoco  porque  no  es  objeto  de  Amparo,  el 
Tribunal  Extraordinario  conoció  de  él  ofi¬ 
ciosamente  y  se  pronunció  también  con  fla¬ 
grante  violación  de  la  ley. 

Siendo  facultad  privativa  del  Presidente 
del  Poder  Judicial  la  aplicación  de  los  De¬ 
cretos  de  Idulto  dictados  en  el  caso  concreto 
que  nos  ocupa;  la  calificación  de  la  conduc¬ 
ta  del  reo  y  ia  aplicación  por  consiguiente 
de  lo  establecido  por  el  artículo  48  del  Códi¬ 
go  Penal  Común,  contra  sus  resoluciones,  no 
cabía  más  recurso  que  el  de  responsabilidad, 
pero  de  ninguna  manera  el  de  Amparo. 

Y  quiero  permitirme,  también,  señores, 
para  hacer  resaltar  más,  si  cabe,  la  ilegali¬ 
dad  e  insubsistencia  del  fallo,  transcribir 
aquí  el  artículo  29  de  la  Ley  de  la  Materia, 
que  dice  asé:  ‘‘El  efecto  de  lo  resuelto  en  el 
recurso  de  Amparo,  es  que  se  restituyan  las 
cosas  al  estado  que  tenían  antes  de  ejecutar 

el  acto  contra  el  cual  se  reclama . ”  Por 

ventura  ha  ésta  la  resolución  del  Tribunal 
Extraordinario  de  Amparo.  No.  De  ningu¬ 
na  manera.  Declaró  que  al  reo  José  Vicente 
Aparicio  Peña  le  eran  aplicables  los  Decretos 
de  Idulto;  le  hizo  las  rebajas  de  pena  que 
los  mismos  establecen;  calificó  la  conducta 
del  mismo  reo,  le  hizo  aplicación  del  artículo 
48  del  Vódigo  Penal  Común,  rebajándole  la 
cuarta  parte  de  su  condena  y  le  mandó 
poner  el  libertad.  Es  decir,  dictó  una  sen¬ 
tencia  que  no  podía  dictar,  contraria  a  la 
ley.  El  fallo  invade  funciones  ajenas  y  viola 
la  Ley  de  Amparo. 

No  quiero  hacer  mayor  comentario  a  este 
respecto;  dejo  a  vuestro  criterio  ia  conse¬ 
cuencia  de  lo  dicho  en  este  último  párrafo. 

Pero  hay  tanto  desconocimiento  de  la  ley 
de  la  materia  por  una  parte,  dei  Tribunal  Ex¬ 
traordinario  de  Amparo,  que  hizo  expresa 
declaratoria  de  que  sólo  son  parte  en  el  jui¬ 
cio  de  Amparo,  el  reo  y  el  Fiscal.  Quizá 
ninguno  de  los  señores  Magistrados  se  ocupó 
de  darle  lectura  a  la  ley  citada  porque  de 
haberlo  hecho  habría  visto  en  su  artículo  35 
que  establece  que  también  es  parte  el  Fun¬ 
cionario  contra  quien  se  recurre,  quien  pue¬ 
de  tomar  participación  en  cualquier  estado 
en  que  se  encuentre  el  juicio.  Y  no  ha  fal¬ 
tado  resolución  en  que  se  Lame  Ley  Consti¬ 
tucional  a  la  Ley  secundaria  de  Amparo. 
Asi  andan  las  cosas. 

Conclusión. 

Tanta  violación  de  leyes,  tanto  desconoci¬ 
miento  de  las  mismas,  tanta  extralimitación, 
tiene  que  traer  como  consecuencia  forzosa. 


la  responsabilidad  de  los  miembros  del  Tri¬ 
bunal,  de  hecho  llamado  de  Amparo.  En 
efecto,  su  falta  de  vida  jurídica  y  el  conoci¬ 
miento  que  tuvo  de  negocios  como  el  de 
que  me  ocupo,  con  carencia  absoluta  de  ju¬ 
risdicción,  constituye  el  delito  de  usurpación 
de  funciones.  El  artículo  222  del  Código 
Penal  Común,  dice :  “El  que  sin  título  legal 
ni  causa  legítima  ejerciere  actos  propios  de 
una  autoridad  o  funcionario  público  atri¬ 
buyéndose  carácter  oficial,  será  castigado, 
etc.”  Este  es  el  caso.  ¿Que  título  legal  ni 
qué  causa  legítima  pudo  haber  ostentado 
este  Tribunal  para  arrogarse  el  conocimien¬ 
to  de  un  asunto  como  el  de  que  se  trata,  si 
ni  siquiera  tuvo  vida  jurídica?  Ningunos. 

Pero  aún  suponiendo  por  un  momento  la 
existencia  jurídica  del  Tribunal  llamado  de 
Amparo,  ¿con  qué  derecho  entró  a  conocer 
de  la  aplicación  de  los  Decretos  de  Indulto 
y  a  calificar  la  conducta  del  reo  recurrente 
y  a  hacerle  rebajas  de  su  condena  y  a  ponerlo 
en  libertad,  cuando  todas  estas  facultades 
son  privativas  en  el  caso  concreto,  del  Pre¬ 
sidente  del  Poder  Judicial? 

¿  Con  qué  derecho  se  pronunció  sobre 
asuntos  que  no  son  materia  de  Amparo,  co¬ 
mo  es  la  aplicación  de  los  Decretos  de  In¬ 
dulto  y  del  artículo  48  del  Código  Penal, 
punto  este  último  que  ni  siquiera  estaba  sub 
júdice?  Indudablement ;  cae  bajo  la  san¬ 
ción  del  artículo  222  ya  citado. 

Bajo  el  mismo  supuesto  de  que  el  Tribu¬ 
nal  Extraordinario  de  Amparo  hubiera  sido 
legítimo,  al  resolver,  como  lo  hizo,  incurrie¬ 
ron  en  resposabilidad  sus  miembros  tam¬ 
bién  por  el  delito  de  prevaricato.  En  efecto, 
la  ignorancia  de  las  leyes  por  parte  de  los 
profesionales,  es  inexcusable,  pero  en  el  caso 
concreto  de  que  me  ocupo,  está  demostrado 
hasta  la  saciedad,  no  cabe  ni  duda  siquiera, 
que  cae  bajo  la  sanción  que  establece  el 
artículo  239  del  Código  Penal  Común,  que 
reza  así:  “El  Juez  que  por  negligencia  o  ig¬ 
norancia  inexcusable,  dictare  en  causa  civil 
o  criminal  sentencia  manifiestamente  injus¬ 
ta,  incurrirá  en  la  pena,  etc.,  etc." 

Siento  verdadera  pena.  Honorables  cole¬ 
gas,  el  disentir  tan  en  el  fondo  de  vuestro 
criterio ;  pero  yo  no  puedo  pasar  de  ninguna 
manera  porque  tanta  violación  de  las  leyes, 
tanto  desconocimiento  de  las  mismas  y  tan¬ 
ta  extralimitación  como  vosotros  mismos 
decís  en  la  parte  expositiva  de  vuestro  dic¬ 
tamen,  no  constituyan  delito,  ni  incurran  en 
responsabilidad  quienes  las  han  verificado. 

Pero  hay  má's  todavía,  esta  Comisión  no 
es  un  Tribunal  de  Justicia  que  va  a  decir 
la  última  palabra;  es  un  Tribunal  Político 
establecido  para  permitir  o  no  permitir  que 
ciertos  funcionarios  que  gozan  de  inmuni- 
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dad,  sean  o  no  procesados.  Son  los  Tribu¬ 
nales  de  Justicia  los  que  han  de  decir  si 
son  delincuentes  o  no  son;  y  puesto  que 
ellos  mismos,  los  mismos  Magistrados  que 
formaron  el  Tribunal  Extraordinario  de  Am¬ 
paro,  recurrieron  a  nosotros  para  veindicarse 
ante  los  Tribunales  de  Justicia  de  los  cargos 
y  de  las  censuras  de  que  eran  objeto  por 
parte  del  público  en  general  y  en  especial 
de  la  prensa,  nuestro  deber  era,  en  mi  con¬ 
cepto,  permitir  su  encausamiento  para  que 
fueran  a  los  Tribunales  del  orden  común 
y  aquéllos  se  pronunciaran,  ya  vindicando  a 


los  recurrentes,  haciendo  la  declaratoria  de: 
todo  está  bien,  ningún  delito  se  ha  cometido, 
o  ya  condenándolos  si  habrían  incurrido  en 
responsabilidad. 

Pero  vosotros  resolvisteis  lo  contrario, 
vuestras  razones  tendréis  para  ello.  Yo 
quiero  dejar  constancia  escrita  de  mi  criterio, 
que  es  el  mismo  que  externé  ante  vosotros 
en  las  discusiones  que  tuvimos  y  lo  dejo 
en  este  memorial. 

Guatemala,  septiembre  de  1928. 

B.  PALMA, 


Consulta  del  Sr.  Fiscal  del  Gobierno 


"Guatemala,  30  de  julio  de  1928, — Señor 
Ministro  de  Gobernación  y  Justicia. — Pre¬ 
sente, — El  artículo  30  de  la  Ley  de  Respon¬ 
sabilidades  establece  en  forma  clara  y  ter¬ 
minante  que  las  funciones  del  Ministerio 
Público  las  ejerzan:  el  Fiscal  del  Gobierno, 
los  Administradores  de  Rentas  y  los  Síndicos 
Municipales,  mientras  se  dicta  la  ley  corres¬ 
pondiente.  Como  en  la  Ley  de  Amparo  y 
otras  de  no  menor  importancia,  tiene  una  in¬ 
tervención  efectiva  el  Ministerio  Público, 
que  hasta  hoy  no  se  le  ha  dado  eu  forma, 
deseara  que  el  señor  Ministro,  con  previa 
audiencia  sobre  el  particular  a  la  Comisión 
de  Legislación,  se  dirigiera  a  la  Corte  Supre¬ 
ma  de  Justicia  para  que  este  Tribunal'  a  su 
vez  gire  sus  instruciones  a  las  demás  ofici¬ 
nas  del  Poder  Judicial  previniéndoles  que 
cumplan  con  la  disposición  legal  transcrita, 
para  evitar  nulidades  o  las  consiguientes 
responsabilidades.  Debo  hacer  constar  que 
aunque  existe  una  ley  de  Promotores  Fis- 
ca  es  y  otras  disposiciones  que  dan  a  los 
Fiscales  de  Sala  y  Agentes  Fiscales  la  re¬ 
presentación  del  Ministerio  Público,  con  la 
Ley  de  Responsabilidades  dictada  con  fecha 
posterior,  todas  esas  disposiciones  quedan 
tácitamente  derogadas  en  virtud  de  un  prin¬ 
cipio  elemental  de  derecho.  Si  el  señor  Mi¬ 
nistro  y  la  Comisión  de  Legislación  estuvie¬ 
ran  de  acuerdo  con  mi  presente,  le  ruego 
acceder  a  la  solicitud  que  ccntiene. — Apro¬ 
vecho  la  oportunidad  para  subscribirme  de 
Ud.  su  muy  Atto.  y  S.  S. — A,  Aguüar  F.” 

Dictamen  de  la  Comisión  de  Legislación. 

“Guatemala,  11  de  septiembre  de  1928. — 
Señor  Ministro  :  En  orden  a  la  consulta  que 
por  medio  de  esta  superioridad  hace  el  se¬ 
ñor  Fiscal  del  Gobierno,  respecto  a  que,  co¬ 


mo  representante  del  Ministerio  Público  en 
la  capital  se  le  dé  incumbencia  en  todos  los 
asuntos  sometidos  al  Tribunal  Extraordina¬ 
rio  de  Amparo  y  en  todos  los  demás  en  que 
tenga  inteiés  el  Ministerio  Público,  tenemos 
el  honor  de  manifestar:  La  Ley  de  Respon¬ 
sabilidades  en  su  artículo  30,  dice  que  mien¬ 
tras  se  dicta  la  Ley  del  Ministerio  Público, 
tales  funciones  corresponden  a  los  Fiscales 
del  Gobierno,  a  los  Administradores  de  Ren¬ 
tas  y  a  los  Síndicos  Municipales.  La  Ley 
de  Amparo  previene  en  su  artículo  10  que 
se  dé  audiencia  al  Ministerio  Público  antes 
de  fallar. —  Como  la  Ley  del  Ministerio  Pú¬ 
blico  fue  derogada  por  Decreto  Número  1490, 
hemos  de  dilucidar  a  quienes  quedaron  en¬ 
comendadas  tales  funciones.  No  cree  la  Co¬ 
misión  que  fueron  encomendadas  en  general 
a  los  Fiscales  del  Gobierno,  ya  que  tales 
funcionarios  por  la  ley  de  su  creación  fueron 
nombrados  para  servir  únicamente  de  Abo¬ 
gados  consultores  del  Gobierno,  en  asuntos 
administrativos.  La  Ley  Orgánica  del  Po¬ 
der  Judicial  en  sus  artículos  74  y  75  esta¬ 
blece  terminantemente  que  los  Fiscales  de 
las  Salas  de  Apelaciones  son  representantes 
del  Ministerio  Público,  instituidos  para  velar 
por  el  cumplimiento  de  las  leyes  y  especial¬ 
mente  de  las  ORGANICAS  y  FUNDAMEN¬ 
TALES;  y  por  consecuencia,  cree  la  Comi¬ 
sión  que  son  ellos  los  llamados  a  intervenir 
en  los  asuntos  que  se  lleven  ante  el  Tribunal 
Extraordinario  de  Amiparo,  que  es,  según 
derecho,  una  ley  fundamental.  El  Fiscal  del 
Gobierno,  llamado  especialmente  por  la  Ley 
de  Responsabilidades  a  ejercer  las  funcio¬ 
nes  de  Ministerio  Público  tendrá  por  dicha 
ley,  derecho  a  intervenir  en  los  juicios  de 
responsabilidades,  pero  no  en  otros  en  que 
se  ' diga  en  general,  el  Ministerio  Público. 


816 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


La  Comisión  de  Legislación,  al  proponer  el 
proyecto  de  Ley  de  Responsabilidades,  dejó 
en  general  el  concepto  de  que  debía  darse 
audiencia  al  Ministerio  Público.  Pero  Ib 
Asamblea  Legislativa  cambió  el  concepto, 
encomendando  tal  función  al  Fiscal  del  Go¬ 
bierno;  y,  bueno  sería  que  en  las  próximas 
sesiones,  se  elevara  dicha  ley  en  consulta  a 
los  legisladores,  ya  que  al  dejar  las  funcio¬ 
nes  del  Ministerio  Público  al  Fiscal  del  Go¬ 
bierno  que  es  uno  sólo,  cambia  por  completo 
las  funciones  para  que  fué  instituido  tal 
funcionario,  dándole  otras  diferentes,  lo  que 
da  lugar  a  diversas  interpretaciones,  como 
la  que  propone  el  señor  Fiscal,  que  parece 
excluir  a  los  Fiscales  de  las  Salas,  cuyas  a- 
tribuciones  están  determinadas  clara  y  ex¬ 
presamente  en  la  Ley  Orgánica  y  Reglamen¬ 
taria  del  Poder  Judicial,  sin  perjuicio  de  que 
la  de  Responsabilidades  quede  expuesta  a 
que  no  se  cumpla,  ya  que  siendo  uno  sólo 
el  Fiscal  del  Gobierno,  cuando  éste  tenga 
impedimenta  o  esté  ausente,  no  padrá  lle¬ 
narse  el  requisito  de  dar  audiencia  al  Fiscal, 
porque  no  habría  otro  funcionario  a  quien 
encomendar  sus  obligaciones,  por  la  estre¬ 
chez  en  que  está  redactado  el  articulo  30  ya 
referido.  Este  es  el  parecer  del  personal 
de  la  Comisión  de  Legislación  sobre  el  par¬ 
ticular,  pero  repite  que,  siendo  un  punto  de 
interpretación  de  la  ley,  es  únicamente  a 
la  Asamblea  a  la  que  incumbe  resolver  en 
definitiva  a  este  respecto. — Aprovecho  la 
oportunidad  para  reiterar  al  señor  Ministro 
las  muestras  de  mi  respetuosa  considera¬ 
ción,  subscribiéndome  como  su  Atto.  y  S.  S. 
— R.  E.  Sandoval. — Señor  Ministro  de  Go¬ 
bernación  y  Justicia. — Presente”. 

SECCION  ACM  I  N  I  STR  ATI  VA 


Opinión  del  señor  Fisctd  de  la  Sala  í*  de 

Apelaciones. 

Señor  Presidente  del  Poder  Judicial: 

Las  funciones  encomendadas  por  el  ar¬ 
tículo  30  del  Dto.  leg.  Número  1547,  a  los 
Fiscales  del  Gobierno,  Administradores  de 
Rentas  y  Síndicos  Municipales,  en  mi  con¬ 
cepto,  están  circunscritas  únicamente  a  la 
intervención  en  los  expedientes  de  nulidad 
de  la  elección,  promoción  o  designación  de 
funcionarios  o  empleados  públicos,  antejui¬ 
cios  y  juicios  de  responsabilidad  en  cada 
uno  de  los  casos  determinados  en  los  Artos. 
A>,  5'’  y  14,  inciso  4'’,  Dto.  citado.  Estas  dis- 
posisiones  son  las  que  marcan  claramente 
el  límite  de  la  intervención  de  aquéllos,  fue¬ 
ra  de  esos  casos  no  tienen  motivo  para  in¬ 
tervenir  con  el  carácter  de  Ministerio  Pú¬ 
blico.  La  razón  es  fundamental :  porque 
siendo  la  Ley  de  Responsabilidades  una  ley 
especial,  las  disposiciones  en  ella  contenidas 
no  pueden  extenderse,  en  su  aplicación,  a 
otros  casos  que  los  allí  señalados.  De  tal 
manera  que  las  atribuciones  que  dan  otras 
leyes  al  Ministerio  Público :  Ley  de  Amparo, 
Ley  Orgánica  y  Reglamentaria  del  Poder 
Judicial,  Código  Civil,  Códigos  de  Procedi¬ 
mientos  Civiles  y  Penales,  Ley  de  Aduanas, 
etc.,  etc.,  etc.,  deben  ser  desempeñadas,  se¬ 
gún  el  caso,  por  los  Fiscales  de  Sala,  Agen¬ 
tes  Fiscales  o  por  los  que  los  substituyan. 

Así  opina  el  infrascrito  Fiscal,  salvo  me¬ 
jor  parecer  del  señor  Presidente. 

Guatemala,  26  de  septiembre  de  1928. 

HERNANDEZ  POLANCO. 


Actas  e  informes  de  la  Receptoría  General 
de  Fondos  de  Justicia 


El  infrascrito  Receptor  General  de  Fondos 
Judiciales,  certifica:  que  en  el  Libro  de  Ac¬ 
tas  se  encuentra  la  que  literalmente  dice : 
‘‘Acta  N'í  58. — En  la  ciudad  de  Guatemala, 
a  los  tres  días  del  mes  de  octubre  de  mil  no¬ 
vecientos  veintiocho,  constituido  el  infras¬ 
crito  Contador  de  Glosa  en  la  Oficina  que 
ocupa  le  Receptoría  General  de  Fondos  Ju¬ 
diciales,  con  el  objeto  de  practicar  el  Corte 
de  Caja  correspondiente  al  mes  de  septiem¬ 
bre  recién  pasado  y  en  virtud  de  nombra¬ 


miento  de  la  Presidencia  del  Tribunal  de 
Cuentas,  de  fecha  primero  de  los  corrientes 
y  estando  presente  el  Receptor  General  don 
Francisco  Cifuentes  P.,  se  procedió  de  la 
manera  siguiente : 

‘‘Primero. — Tuve  a  la  vista  el  Libro  de 
Caja,  el  que  encontré  con  sus  operaciones 
cerradas  en  treinta  del  mes  recién  pasado. 

‘‘Segundo. — El  movimiento  de  Caja  duran, 
te  el  mes  ya  citado  de  septiembre,  fué  el  si¬ 
guiente  : 
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SaMos  en  19  de  septiembre . 

$  7.920-24 

Ingresos  en  el  mes . . . 

6.930.85 

56,474.00 

Suman  los  ingre.sos . 

..  Q  9.087  18 

S  64.304.24 

Egresos  en  el  mes . 

6.904.71 

41,046  00 

Saldo  para  el  1?  de  octubre. 

..  Q  3.082.47 

S  23  358.24 

Ingresos  del  l9  al  H  del  presente. . . 

230.»  0 

4,602.00 

Sumas  . 

..  Q  3.312.47 

3  27.0ii0.24 

Egresos  de!  1*?  al  3  del  presente .... 

722.00 

5,445.00 

Saldo  del  día  de  hoy . 

..  Q  2.590.47 

$  22.515  24 

"Tercero. — El  Receptor  General  presentó 
en  efectivo  las  cantidades  de  dos  mil  qui¬ 
nientos  noventa  quetzales  cuarenta  y  siete 
centavos  y  veintidós  mil  quinientos  quince 
pesos,  veinticuatro  centavos  en  billetes  de 
los  antiguos  Bancos,  sumas  que  fueron  con¬ 
tadas  por  el  infrascrito  Contador  de  Glosa 
y  que  son  exactamente  iguales  a  los  saldos 
que  arroja  el  Libro  de  Caja. 

"Cuarto. — Confrontados  que  fueron  todos 
los  comprobantes,  tanto  de  Ingresos  como  de 
Egresos,  resultaron  de  entera  conformidad 
con  las  partidas  de  Caja,  estando  los  pri¬ 
meros  marcados  con  los  números  412  al 
483  y  los  segundos  del  número  602  al  690  y 
com,prendidos  dentro  de  los  folios  54  al  61 
del  libro  ya  citado  de  Caja. 

"Quinto. — No  habiendo  otro  asunto  de  qué 
tratar  en  lo  referente  al  Corte  de  Caja,  se 
da  por  terminado  el  presente  acto,  haciendo 
constar  que  este  comenzó  a  las  9  y  terminó 
a  las  11  y  30  a.  m.,  firmando  conmigo  el 
Receptor  General. — J.  Alberto  Barrios. — F. 
Cifaentes  P.” 

Y  para  remitir  la  presente  acta  certifica¬ 
da  al  Dirección  General  de  Cuentas,  la  firmo 
en  la  ciudad  de  Guatemala,  a  los  tres  días 
del  mes  de  octubre  de  mil  novecientos  vein¬ 
tiocho. — F.  Cifaentes  P. 


Detalle  de  los  gastos  verificados  por  la  Caja  de  la  Recep¬ 
toría  General  de  Fondos  indicíales,  a  favor  de  los 
distintos  Tribunales  de  la  República: 

A  Juan  Morales,  por  una  vidriera 
de  caoba  para  el  Juzgado  1''  de 
1’  Instancia . 

A  Lanuza  M.,  por  arreglo  de  los 
expedientes  del  archivo  del 
Juzgado  5"  de  1*  Instancia.  .  .  . 

A  Giesselmann,  completo  de  los 
Q350  en  que  fueron  contrata¬ 
dos  dos  archivos  destinados  pa¬ 
ra  el  Juzgado  S'’  de  1*  Instancia. 

A  Gervasio  Sánchez,  por  el  arre¬ 
glo  de  las  máquinas  de  escri¬ 
bir  del  Juzgado  2'>  de  Paz.  . 

A  Enrique  Amenábar,  valor  de 
una  máquina  de  escribir  de  me¬ 
dio  uso,  para  el  Juzgado  1“^  de 
Paz . 


A  la  Empresa  Eléctrica,  por  luz 
extraordinaria  para  el  frente 
del  edificio  en  las  noches  del 

14  y  15  de  septiembre .  Q  34.00 

A  Juan  Morales  por  el  arreglo  de 
muebles  para  el  Juzgado  4’  de 

Paz . 10.00 

A  Andrés  González  por  un  Escu¬ 
do  de  Armas  para  el  Juzgado 

4’  de  Paz .  5.00 

A  Alfredo  Palomo  Rodríguez  por 
forrar  dos  sillones  con  imita¬ 
ción  de  cuero  fino,  más  un 
sofá .  62.00 


A  Max.  Moreno  Paiomo,  valor  de 
una  máquina  de  escribir  "Un- 
dervíood”,  en  buen  estado,  para 
uso  de  la  Secretaría  de  la 

Corte  Suprema .  80.00 

A  Andrés  Leal  por  sus  trabajos  de 
pintura,  tapicería  y  reparación 
de  paredes  y  pizos  del  edificio 
que  ocupan  los  Juzgados  de  lo 

Civil .  348.00 

A  la  Tipografía  Nacional,  valor 
de  dos  libros  de  500  folios  cada 


uno,  con  rayado  especial,  para 
el  registro  de  los  presos  de  la 

Penitenciaria  Central .  74.23 

A  la  Tipografía  Nacional,  valor 
de  la  impresión  de  “La  Gaceta 
de  los  Tribunales",  tomo  XVI, 

N"?  25 . 64.00 

A  E.  B,  Coffey,  abono  que  se  le 
hace  a/c  de  mayor  cantidad 
por  máquinas  "Underwood", 
suministradas  para  los  Tribu¬ 
nales  de  la  República .  200.00 

A  Alfredo  Rodríguez  P.,  valor 
de  un  escritorio  de  coaba  bar¬ 
nizado,  para  el  Juzgado  5’  de 
1’  Instancia  de  la  Antigua  G.  46.50 


A  Mario  Willensen,  abono  que  se 
le  hace  a/c  de  máquinas  de  es¬ 
cribir  "Royal",  que  proporciona 
para  uso  de  los  Tribunales  de 

la  República .  200.00 

Al  Juzgado  4''  de  1*  Instancia 
valor  de  una  Bandera,  más  el 
arreglo  del  asta  del  edificio  de 
los  Juzgados  de  lo  Criminal.  .  42.50 

A  Alfredo  Palomo  Rodríguez,  por 
forrar  con  cuero  fino,  de  imita¬ 
ción,  seis  sidas  para  la  antesala 
de  la  Presidencia  de  la  Corte 


Suprema  de  Justicia .  54.00 

Total .  Q  1,454 ,80 


Q  40,00 
24.50 

175.00 

4.00 

55.00 
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Detalle  de  los  gastos  verificados  por  la  Caja  de  la  Recep¬ 
toría  General  de  Fondos  Judiciales,  a  favor  de  los 
distintos  Tribunales  de  la  República: 


Cuenta  en  pesos  billetes. 

Al  Br.  Marco  Antonio  Asturias, 
valor  de  una  insignia  de  oro 
esmaltada,  para  uso  del  Juzga¬ 
do  4'’  de  Paz . • .  $  500 

A  Calvinisti,  valor  de  460  pies  de 
tabla  cepillada,  para  un  tabique 
para  los  Juzgados  de  lo  Civil,  .  2,088 

Por  los  servicios  oficiales  presta¬ 
dos  a  los  Jueces  de  Paz  en  ca¬ 
rruajes  y  autos,  durante  el  mes.  620 

Total .  $3,208 


Guatemala,  30  de  septiembre  de  1928. 


La  Presidencia  de  la  Corte  Suprema  de  Justi¬ 
cia,  atiende  las  solicitudes  de  los  diferentes 
Tribunales,  dotándolos  de  los  útiles  que  les 
son  necesarios. 

Jalapa,  8  de  septiembre  de  1928. 
Señor  Presidente  : 

En  diferentes  remisiones  ordenadas  por 
Ud.,  se  han  recibido  en  esta  Sala  de  Apela¬ 
ciones,  los  muebles  y  útiles  que  se  expresan 
a  continuación. 

Un  amueblado,  estilo  Misión,  compuesto 
de  un  sofá,  dos  poltronas,  dos  mecedoras  y 
seis  sillas,  destinadas  a  la  Sala  de  Audien¬ 
cias.  Seis  sillas  más,  pequeñas,  del  mismo 
estilo,  para  los  empleados  de  la  Secretaría; 
un  escritorio  moderno ;  un  Escudo  de  Ar¬ 
mas ;  una  máquina  de  escribir,  sistema  “Un- 
derwood”,  N''  5  ;  tres  tinteros,  para  uso  de  los 
señores  Magistrados;  seis  tinteros  más  pe¬ 
queños,  para  los  empleados  de  la  Secreta¬ 
ría;  tres  iportasecantes ;  cuatro  rollos  de 
ahulado,  de  doce  yardas  cada  uno;  veinte 
varas  de  cretona,  de  color,  para  cortinas; 
cuatro  plataformas  de  pino,  para  los  escrito¬ 
rios ;  un  par  de  tijeras;  cuatro  escupideras 
de  hierro  betunado ;  cuatro  petates,  para  la 


Sala  de  Audiencias  y  la  del  Despacho;  mil 
hojas  de  papel  de  lino,  timbrado  y  mil  cu¬ 
biertas  blancas,  también  timbradas. 

'Al  cumplir  con  el  grato  deber  de  expresar 
al  señor  Presidente  los  debidos  agradeci¬ 
mientos  de  parte  de  esta  Sala,  aprovecho  la 
oportunidad  para  reproducir  a  mi  Alto  Jefe 
el  testimonio  de  mi  respeto  y  distiguida  con¬ 
sideración. 

ANGEL  M.  BOCANEGRA, 

Prisideote  de  la  Sala  5“  de  ApelacioDCS. 

Señor  Presidente  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia. — Guatemala. 


San  Marcos,  3  de  septiembre  de  1928. 

Señor  Receptor  General  de  Fondos  de  Jus¬ 
ticia. — Guatemala. 

Tengo  el  honor  de  acusar  a  Ud.  recibo  de 
su  nota  recha  31  de  agosto  recién  pasado  de 
la  cual  retiré  el  envío  del  Ferrocarril,  N''’ 
E760447,  que  ampara  una  máquina  de  escri¬ 
bir,  nueva,  marca  “Underwood'',  para  servi¬ 
cio  de  este  Tribunal. 

De  Ud.  atento  y  S.  S. 

ALFONSO  CARRILLO, 

Juez  de  1^  Instancia  de  San  Marcos. 


Mazatenango,  13  de  septiembre  de  1928. 

Señor  Secretario  de  la  Corte  Suprema  de 

Justicia. — Guatemala. 

Con  fecha  de  ayer  recibí  una  máquina  de 
escribir,  marca  ‘  Royal”,  nueva,,  que  de  orden 
de  esa  Corte,  se  sirvieron  enviar  los  señores 
Amos  &  Anderson,  Suc.,  la  que  llegó  en  per¬ 
fecto  buen  estado. 

Por  su  medio  doy  las  gracias  al  señor 
Presidente  de  esa  Corte,  por  haber  prestado 
atención  a  mis  gestiones  par.i  obtener  dicha 
máquina. 

Soy  de  Ud  Atto.  y  S.  S. 

LUIS  F.  ROSALES, 

Juez  de  Instancia  de  Mazatenango. 


Jutiapa,  17  de  septiembre  de  1928. 

Señor  Receptor  de  Fondos  Judiciales. — Gua¬ 
temala. 

En  contestación  de  su  muy  atento  oficio 
fecha  15  de  los  corrientes,  hónrame  acusarle 
recibo  de  una  máquina  de  escribir,  nueva. 
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marca  “Royal”,  para  el  servicio  de'este  Des¬ 
pacho,  habiéndola  recibido  en  perfecto  buen 
estado,  por  medio  del  camión  de  don  Jeróni¬ 
mo  Medrano. 

Logro  esta  oportunidad  para  ponerme  a 
sus  respetables  órdenes,  quedando  de  Ud. 
su  Atto.  y  S.  S 

EMILIO  MEDRANO, 

Juez  de  Paz  de  Jutiapa. 


Asunción  Mita,  26  de  septiembre  de  1928. 

Señor  Receptor  de  Fondos  Judiciales. — Gua¬ 
temala. 

Tengo  el  honor  de  acusar  recibo  a  Ud.  de 
una  máquina  "Royal",  N''  X-92-1181888,  que 
por  disposición  de  i'a  Corte  Suprema  de 
Justicia,  se  sirvió  remitirme  oportunamente. 
Soy  de  Ud.  Atto.  y  S.  S. 

EDUARDO  RIVERA,  h.. 

Juez  de  lustancia  de  Asunción  Mita. 


Antigua  Guatemala,  29  de  septiembre  de 
1928. 

Señor  Presidente  del  Poder  Judicial. — Gua¬ 
temala. 

Tengo  el  honor  de  acusar  recibo  del  a- 
mueblado  con  que  la  Superioridad  se  sirvió 
proveer  a  las  oficinas  de  este  Juzgado.  Las 
piezas  recibidas  son  las  siguientes:  un  es¬ 
critorio;  un  sofá;  una  mesa  de  centro;  dos 
sillones  y  dos  si-las. 

Agradeciendo  al  señor  Presidente  la  a- 
tención  que  le  merecieron  mis  gestiones  so¬ 
bre  el  particular,  me  es  honroso  protestarle 
mis  respetos  y  subscribirme  con  toda  consi¬ 
deración  atento  servidor. 

LUIS  ARTURO  GONZALEZ, 

Juez  de  Instancia  de  Sacatepéquez. 


l 
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CATALOGO 

DE  LAS  OBRAS  DE  ECONOMIA  POLITICA  Y  SOCIAL,  DERECHO  HIPOTECARIO 
Y  NOTARIAL  Y  LEGISLACION  OBRERA  Y  DE  ACCIDENTES  DEL  TRABAJO 


ECONOMIA  POUTICA  Y  SOCIAL 


AUTORES 

NOMBRE  DE  LAS  OBRAS 

N9  de  Orden 

Vitrina 

Volúmenes  || 

A 

36 

c 

3 

37 

c 

1 

C 

37 

F 

2 

38 

F 

1 

39 

F 

2 

F 

38 

c 

2 

40 

F 

2 

41 

F 

2 

C 

Gide,  Ch . 

39 

c 

2 

G'ide,  Ch . 

40 

c 

1 

Gide,  Ch . 

41 

c 

1 

B 

1 

K 

Kells,  J . 

42 

F 

1 

M 

43 

F 

3 

44 

F 

2 

F 

1 

46 

F 

1 

R 

47 

F 

1 

s 

Say,  J.  B . 

48 

F 

1 

49 

F 

4 

44 

B 

1 

T 

50 

F 

3 

V 

51 

F 

2 
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DERECHO  HIPOTECARIO  Y  NOTARIAL 


NOMBRE  DE  LAS  OBRAS 


Aragonés  y  Carsi,  P. 


Legislación  Hipotecaria.. 


B 


Barranchina,  F.. 


Canales.. 


Derecho  Hipotecario  y  Notarial.. 


Legislación  Hipotecaria.. 


53 


54 


52 


E 


Elias . 

Escosura, 


Legislación  Hipotecaria. 
Legislación  Hipotecaria. 


G 


Góngora . 
Gómez,  R, 


Legislación  Hipotecaria. 
Ley  del  Notariado . 


53  F 

54  F 


1 

4 


55  B  1 

55  F  2 


p 

Pantoja . 

Pedrero . 

s 

Saint-Joseph,  A.... 

V 

Vila,  S.  J . 


Ley  Hipotecaria . . 

Legislación  Hipotecaria 


Concordance  des  lois  Hypothécaires. 


Legislación  Notarial . 

 I 


56 

57 


F 

F 


3 

3 


58 


F 


2 


56 


B 


1 


LEGISLACION  OBRERA  Y  ACCIDENTES  DEL  TRABAJO 
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LBGISLACION  OBRERA  Y  ACCIDENTES  DEL  TRABAJO 


AUTORES 

NOMBRE  DE  LAS  OBRAS 

a 

o 

•d 

Z 

Vitrina 

Volúmenes 

H 

N 

49 

B 

1 

P 

B 

1 

R 

51 

B 

1 

44 

c 

1 

S 

52 

B 

1 

45 

c 

3 

Z 

Zevs,  P . 

La  Valeur  du  Corps  Humain  Devant  les  Tribunaux  et 

les  lois  sur  les  Accidents  du  Travail  en  France . 

46 

c 

1 
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SEOOION  de:  eisxadistioa 


CUADRO 

QUE  DEMUESTRA  EL  NUMERO  DE  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE 
LA  REPUBLICA,  DURANTE  EL  PRESENTE  MES  DE  SEPTIEMBRE 


(RAMO  CIVIL) 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

TOTAL 

165 

9 

1 

175 

75 

21 

4 

100 

64 

09 

1 

77 

39 

6 

45 

23 

23 

42 

6 

63 

10 

10 

284 

271 

9 

564 

781 

328 

18 

1,127 

46 

35 

81 

128 

33 

161 

101 

64 

165 

163 

29 

192 

56 

20 

1 

77 

69 

145 

29 

4 

33 

45 

41 

86 

126 

54 

1 

181 

'79 

24 

1 

104 

120 

80 

3 

203 

53 

40 

3 

96 

80 

58 

1 

139 

32 

22 

62 

54 

86 

10 

158 

102  • 

82 

3 

187 

loo 

44 

1 

145 

79 

28 

107 

140 

64 

4 

208 

84 

20 

3 

107 

68 

88 

4 

160 

60 

100 

1 

161 

31 

32 

3 

66 

150 

98 

248 

88 

26 

5 

119 

96 

36 

132 

29 

18 

3 

50 

3,697 

1,766 

113 

5,768 

La  Sala  que  dictó  mayor  número  de  sentencias  civiles  durante  el  presente  mes,  fué  la  5^  de  Apelaciones. 

El  Juzgado  del  ramo  civil  de  la  capital  que  mayor  número  de  sentencias  dictó  durante  el  presente  mes,  fué 
el  2°  de  Instancia. 

El  Juzgado  departamental  que  dictó  mayor  número  de  sentencias  en  el  ramo  civil,  fué  el  de  Instancia 
de  San  Marcos. 


Sección  de  Estadística  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia;  Guatemala,  30  de  septiembre  de  1928 


NOTA: — Los  Juzgados  de  Instaocia,  cuyos  datos  estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  cuadro,  no  los  enviaron  en  su 
oportunidad. 
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CUADRO 

QUE  DEMUESTRA  EL  NUMERO  DE  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA 
REPUBLICA,  DURANTE  EL  PRESENTE  MES  DE  SEPTIEMBRE 
(RAMO  CRIMINAL) 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

•  TOTAL 

173 

3 

7 

183 

85 

26 

63 

174 

94 

32 

40 

166 

95 

43 

36 

174 

125 

33 

158 

86 

107 

32 

225 

22 

30 

52 

409 

160 

14 

583 

521 

60 

26 

607 

559 

168 

20 

747 

248 

599 

11 

858 

542 

88 

12 

642 

231 

37 

7 

275 

339 

80 

5 

424 

247 

57 

9 

313 

296 

157 

2 

85 

17 

2 

104 

60 

56 

9 

125 

80 

414 

64 

5 

149 

97 

2 

513 

92 

83 

4 

179 

165 

66 

3 

234 

70 

7 

133 

228 

36 

2 

266 

609 

175 

5 

789 

294 

2 

45 1 

365 

114 

15 

494 

197 

98 

16 

311 

237 

92 

11 

330 

448 

69 

10 

527 

105 

28 

15 

148 

286 

142 

11 

439 

284 

61 

14 

359 

305 

180 

Q 

487 

185 

54 

3 

242 

407 

49 

8 

464 

294- 

86 

4 

384 

9,121 

3,555 

497 

13,175 

La  Sala  que  dictó  mayor  número  de  sentencias  criminales,  durante  el  presente  mes,  fué  la  de  Apelaciones.  • 
El  Juzgado  del  ramo  criminal  de  la  capital  que  ma3’or  número  de  sentencias  dictó  durante  el  presente  mes, 
fué  el  59  de  Instancia. 

El  Juzgado  departamental  que  dictó  mayor  número  de  sentencias  en  el  ramo  criminal,  fué  el  de  Ins¬ 
tancia  de  Izabal. 


Sección  de  Estadística  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala,  30  de  septiembre  de  1928 


NOTA;— Los  Juzgados  de  1?  Instancia,  cuyos  datos  estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  cuadro,  no  los  enviaron  en  su 
oportunidad. 
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Funcionarios  del  Poder 

Corte  Suprema  de  Justicia 

Presidente,  Licenciado  don  José  A.  Medrano,  12 
Avenida  Sur,  número  20. 

Magistrado,  Licenciado  don  Quirino  Flores  y  Fio- 
res,  Callejón  del  Colegio,  número  2. 

Magistrado,  Licenciado  don  José  Serrano  Muñoz, 
5’  Avenida  Norte,  número  11. 

Magistrado,  Licenciado  don  Abel  Paredes,  4’  Ave¬ 
nida  Sur,  número  66. 

Magistrado,  Licenciado  don  Juan  Francisco  Ro- 
drigueZj  5’  Calle  Oriente,  número  8B. 

Secretario,  don  Alfredo  Valle  Calvo,  Avenida  Cen¬ 
tral,  número  88. 

Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Carlos  Castellanos  R-, 
2'’  Avenida  Norte,  número  15. 

Magistrado,  Licenciado  don  Francisco  Menéndez 
B.,  11  Calle  Oriente,  número  26. 

Magistrado,  Licenciado  don  Antonio  F.  Aguirre, 
3’  Calle  Poniente,  número  12. 

Fiscal,  Licenciado  don  Alfonso  Hernández  Po- 
lanco,  13  Calle  Oriente,  número  41. 

Procurador.  Licenciado  don  Manuel  Franco  R., 
18  Calle  Oriente. 

Secretario,  Licenciado  don  Carlos  Girón  Zirión, 
9"  Calle  Oriente,  número  21. 

Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Daniel  Menéndez  A., 
4"  Avenida  Norte,  número  8. 

Magistrado,  Licenciado  don  Guillermo  Sáenz  de 
Tejada,  11  Avenida  Sur,  número  101. 

Magistrado,  Licenciado  don  Alberto  Argueta  S., 
Calle  Matamoros,  número  7. 


Judicial  de  la  República 

Fiscal,  Licenciado  don  Avelino  F.  Mariscal,  9* 
Calle  Poniente,  número  2. 

Procurador,  Licenciado  don  Héctor  Villagrán,  Ca¬ 
llejón  Concordia,  número  15. 

Secretario,  Licenciado  don  Juan  Fernández  Cór- 
dova,  O’  Avenida  Sur,  número  88. 

Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Daniel  Ramírez,  5* 
Calle  Poniente,  número  11. 

Magistrado,  Licenciado  don  David  Pivaral,  Ca¬ 
llejón  Variedades,  número  14. 

Magistrado,  Licenciado  don  Fidencio  Duque,  12 
Avenida  Sur,  número  67. 

Fiscal,  Licenciado  don  Filadelfo  de  León,  15  Ca¬ 
lle  Oriente,  número  15. 

Procurador,  Licenciado  don  Leopoldo  Rosales, 
Avenida  Central,  número  78. 

Secretario,  Licenciado  don  Fernando  Orellana,  h., 
?  Avenida  Sur,  número  92. 

jueces  de  Primera  Instancia  de  la  Capital 

Juez  1’,  Licenciado  don  Jorge  A.  Serrano,  7*  Ca¬ 
lle  Oriente,  número  28. 

Juez  2*^,  Licenciado  don  Alberto  C.  Camey,  1’  Ca¬ 
lle  Oriente,  Jocotenango,  número  4. 

Juez  3^.,  Licenciado  don  Antonio  Cruz,  13  Aveni¬ 
da  Sur,  número  17. 

Juez  49  Licenciado  don  Francisco  Valdés  Calderón. 

Juez  5*^,  Licenciado  don  Juan  Córdova  Cerna.  15 
Calle  Oriente,  número  32. 

Juez  6",  Licenciado  don  Oscar  Zeceña,  2-  Calle 
Poniente,  número  6. 


Jueces  de  Primera  Instancia  de  los  departamentos 


Juez  de  Amatitlán,  Licenciado  don  Teodoro  Díaz 
Medrano. 

Juez  de  la  Alta  Verapaz,  Licenciado  don  J.  Octavio 
Martínez  M. 

Juez  de  la  Baja  Verapaz,  Licenciado  don  Efrain 
Peñalva. 

Juez  de  Chimaltenango,  Licenciado  don  Pedro 
Contenti,  h. 

Juez  de  Chiquimula,  Licenciado  don  Augusto  Li¬ 
nares  L. 

Juez  de  Escuintla,  Licenciado  don  Oscar  Murga. 

Juez  de  Huehuetenango,  Licenciado  don  Manuel 
J.  Vásquez. 

Juez  de  Izabal,  Licenciado  don  Francisco  Sarti. 

Juez  de  Jalapa,  Licenciado  don  Virgilio  Alvarez. 

Juez  de  Jutiapa,  Licenciado  don  Antonio  Casta¬ 
ñeda. 

Juez  del  Petén,  Licenciado  don  Gilberto  Juárez. 

Juez  del  Quiché,  Licenciado  don  Jesús  Unda 
Murillo. 

Juez  1’  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  José 
María  Barrios. 

Juez  2^  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  José 
Vicente  Rodríguez. 


Juez  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  Héctor 
Polanco  R. 

Juez  de  Retalhuleu,  Licenciado  don  Humberto 
Robles  6. 

Juez  de  Sacatepéquez,  Licenciado  don  Luís  Ar¬ 
turo  González. 

Juez  de  Suchitepéquez,  Licenciado  don  Luis  Fe¬ 
lipe  Rosales. 

Juez  de  Sololá  Licenciado  don  Miguel  Alvarez 
Lobos. 

Juez  de  San  Marcos,  Licenciado  don  Alfonso 
Carrillo. 

Juez  de  Santa  Rosa,  Licenciado  don  Alfonso  Ci- 
fuentes  S. 

Juez  de  Totonicapán,  Licenciado  don  José  Lean¬ 
dro  Rodas. 

Juez  de  Zacapa,  Licenciado  don  J.  Liberato  Valdés. 

Juez  de  El  Progreso,  Licenciado  don  Francisco 
Valdés  Calderón. 

Juez  de  Coatepeque,  Licenciado  don  Francisco 
Carrillo  h. 

Juez  de  Asunción  Mita,  Licenciado  don  Eduardo 
Rivera  M. 

Juez  de  Chiquimulillaj  Licenciado  don  Carlos  B. 
Rivera. 
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CUADRO 

de  los  señores  Magistrados  de  las  Salas  4^,  5^  y  6^  de  la  Corte  de  Apelaciones,  Procuradores  y  Secretarios 
de  las  mismas,  Magistrados  Suplentes  de  las  seis  Salas,  empleados  especiales  del  Poder  Judicial,  funcionarios 
militares  y  Vocales  de  la  Corte  Marcial;  y  distritos  jurisdiccionales  de  las  seis  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones. 


Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Isaías  Peñalouzp. 

M  igistrado,  Licenciado  don  An^el  Cuevas  del  Cid. 
Magistrado,  Licenciado  don  Max.  Palomo  M. 
Fiscal,  Licenciado  don  Abraham  Bustamante. 
Procurador,  Licenciado  don  Enrique  Rodríguez  M. 
Secretario,  Licenciado  don  Gabriel  Cojulún. 

Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Angel  M.  Bocanegra. 
Magistrado,  Licenciado  don  Javier  Ramos  O. 
Magistrado  Licenciado  don  Lázaro  Valdés. 
Fiscal,  Licenciado  don  Daniel  Arellano. 
Procurador,  Licenciado  don  Emilio  Solís.  (In¬ 
terino). 

Secretario,  don  Francisco  Guerra  y  Guerra. 

Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Francisco  Rodríguez. 
Magistrado,  Licenciado  don  J.  Lorenzo  Hurtado  P. 
Magistrado,  Licenciado  don  Daniel  Escalante. 
Fiscal,  Licenciado  don  Manuel  A.  Núñez. 
Procurador,  Licenciado  don  Francisco  Delgadillo 
Zamora. 

Secretario,  don  A.  Chacón  B. 

CORTE  MARCIAL 

Vocales  Militares  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia 

.  > 

Propietario  General  de  División  don  Rodolfo  A. 
Mendoza. 

Suplente,  General  de  División  Ingeniero  don  Ra¬ 
món  Alvarado  S. 

Suplente,  General  de  División  Ingeniero  don  Juan 
B.  Padilla. 

Vocales  MUitares  para  la  Sala  Primera,  Segunda  y  Tercera 
de  Apelaciones 

Propietario,  General  de  Brigada  don  José  Víctor 
Mejía. 

Propietario,  General  de  Brigada  don  Federico 
Aguilar  Valenzucla. 

Suplente.  General  de  Brigada  don  Ismael  Pache¬ 
co  Quevedo. 

Suplente,  General  de  Brigada  don  Rodrigo  G. 
Solórzano. 


Magistrados  Suplentes 

De  la  Sala  1",  Licenciado  don  José  María  Cumes. 
De  la  Sala  l'-\  Licenciado  don  José  Lara. 

De  la  Sala  2'-',  Licenciado  don  Federico  O.  Salazar. 
De  la  Sala  2",  Licenciado  don  Ernesto  Viteri. 

De  la  Sala  3",  Licenciado  don  Alberto  C.  Camey. 
De  la  Sala  3'\  Licenciado  don  Federico  Salazar. 
De  la  Sala  4'^,  Licenciado  don  Miguel  T.  Alvarado. 
De  la  Sala  4",  Licenciado  don  Oscar  A.  Sandoval. 
De  la  Salá  5^  Licenciado  don  Silvano  Duartc. 

De  la  Sala  5"  Licenciado  don  Antonio  Castañeda. 
De  la  Sala  6",  Licenciado  don  Juan  C.  Alvarado. 
De  la  Sala  6",  Licenciado  don  Eulogio  González. 

Empleados  Especiales 

Receptor  de  Fondos  Judiciales,  don  Francisco  Ci- 
fuentes  Pontaza.  Bibliotecario,  Bachiller  don  Miguel 
A.  Alvarado,  h. 

Puncionarios  Militares 

Comandantes  de  Armas,  General  don  #broteo 
Monterroso. 

Auditor  General  de  Guerra  de  la  República,  Li¬ 
cenciado  don  Elíseo  Solis. 

Auditor  de  Guerra  de  este  departamento.  Licen¬ 
ciado  don  Rafael  Nuila. 


DE  LA  REPUBLICA 

Vocales  Militares  para  la  Sala  Cuarta  de  Apelaciones 

Propietario,  Coronel  don  Guillermo  Flores  M. 
Propietario,  Teniente  Coronel  don  Jacobo  Agui¬ 
lar  P. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  J.  Nicolás  López 
Coronado. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  Paulino  Her¬ 
nández. 

Vocales  Militares  para  la  Sala  Quinta  de  Apelaciones 

Propietario,  Corpnel  don.  Gregorio  M.  Barrientes. 
Propietario,  Coronel  don  Tránsito  Bonilla. 
Suplente,  Teniente  Coronel  don  Jesús  Palma  y 
Palma. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  Adrián  Salazar  B. 

Vocales  Militares  para  la  Sala  Sexta  de  Apelaciones 

^  Propietario,  Teniente  Coronel  don  Rodolfo  Cár¬ 
denas. 

Propietario,  Comandante  don  Daniel  P.  Camey. 
Suplente,  Coronel  don  Guadalupe  Santiago  R. 
Suplente,  Teniente  Coronel  don  Cipriano  E.  Or- 
dóñez.  .  >  . 
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DISTRITOS  JURISDICCIONALES 


Sala  Primera  de  la  Cortf  de  Apelaciones 

Juzgados  1’  y  6’  de  Guatemala  y  Juzgados  de 
1’  lastancia  y  Comandancias  de  Armas  de  Amati- 
tlán.  Fetén,  Santa  Rosa  y  Baja  Verapaz;  y  Juzga¬ 
do  Territorial  de  Chiquimulilla. 

Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  2’  y  4^  de  V  Instancia  de  Guatemala 
y  Juzgados  de  Instancia  y  Comandancias  de  Ar¬ 
mas  de  Chimaltcnango,  Alta  Verapaz  y  Escuintla. 

Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  3’  y  5’  de  1’  Instancia  de  Guatemala, 
Comandancias  de  Armas  de  Guatemala,  Juzgado 
de  1’  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de  Sa- 
catepéquez;  y  Juzgado  Territorial  de  El  Progreso. 


Sala  Cuarta  de  la  Corle  de  Apelaciones 

Juzgados  1^,  2"  y  3’  de  1“  Instancia  y  Comandan¬ 
cias  de  Armas  de  Quezaltcnango  y  Juzgados  de  1’ 
Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de  San  Mar¬ 
cos  y  Rctalhuleu;  y  Juzgado  Territorial  de  Coa- 
tepeque. 

Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  1'’  Instancia  y  Comandancias  de  Ar¬ 
mas  de  Jalapa,  Jutiapa,  Chiquimula,  Zacapa  e  Iza- 
bal,  y  Juzgado  Territorial  de  Asunción  Mita. 

Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  1''  Instancia  y  Comandancias  de  Ar¬ 
mas  de  Totonicapán,  Sololá.  Quiche  Huehuetenan- 
go  y  Suclütepéquez. 


PERMANENTE 


La  Corte  Suprema  de  Justicia  está  dis¬ 
puesta  a  atender  las  indicaciones  que  haga 
la  prensa  seria,  acerca  de  los  medios  que 
puedan  emplearse  para  el  progresivo  me¬ 
joramiento  de  la  administración  de  justi¬ 
cia;  despachará  toda  queja  o  denuncia  que 
se  le  presente  contra  las  autoridades  cuya 


conducta  oficial  está  llamada  a  vigilar,  y,  en 
consecuencia,  espera  que  la  prensa  honra¬ 
da,  imparcial  y  patrióticamente  intenciona¬ 
da,  concrete,  lo  más  que  le  sea  posible,  los 
hechos  y  las  personas  contra  las  cuales  pro¬ 
ceda  hacerse  una  investigación,  porque  de 
lo  contrario  ésta  resultaría  infructuosa 


4 


